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ES COPIA DIGITAL 

La Cámara de Diputados de la Provincia del Chaco 

Sanciona con fuerza de Ley Nro. 1794-B 

(Antes Ley 6477) 
 

RÉGIMEN INTEGRAL PARA LA INCLUSIÓN DE LAS PERSONAS CON 

DISCAPACIDAD 

 

TÍTULO I 

NORMAS PRELIMINARES 

 

CAPÍTULO I 

OBJETO Y ALCANCES DE LA LEY 

 

Artículo 1º: Objeto. Institúyese por la presente ley para la Provincia del Chaco un “Régimen 

Integral para la inclusión de las Personas con Discapacidad”, que les asegure el ejercicio de sus 

derechos en condiciones igualitarias a las de todas las personas. 

 El Estado Provincial garantizará la participación e intervención de las personas 

con discapacidad, en todas las cuestiones inherentes a la temática de la discapacidad 

contempladas en la presente ley, individualmente o agrupadas. 

 

Artículo 2º: Adhiérese la Provincia del Chaco a la ley nacional 26.378 y su decreto 

reglamentario 895/08, por la cual se establece la adhesión de la República Argentina a la 

Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y su Protocolo Facultativo, 

aprobado mediante Resolución de la Asamblea General de las Naciones Unidas el 13 de 

diciembre de 2006. 

 

Artículo 3º: Adhiérese la Provincia del Chaco, a la ley nacional 24.901 que establece 

Sistemas de Prestaciones Básicas en Habilitación y Rehabilitación Integral a favor de las 

Personas con Discapacidad. 

 

Artículo 4°: Ámbito de Aplicación. Las disposiciones de la presente ley son de orden público 

y rigen en todo el territorio de la Provincia del Chaco. 

 

Artículo 5º: Discapacidad. Se define a la discapacidad como toda limitación o restricción 

que, originada en la deficiencia temporaria o permanente de una persona, al interactuar con 

diversas barreras le impiden desenvolverse en su vida cotidiana dentro de su entorno físico y 

social, en igualdad de condiciones con las demás. 

 

Artículo 6º: Persona con Discapacidad. A los fines de esta ley se considera persona con 

discapacidad a todo ser humano que presenta una disminución, carencia o alteración funcional 

temporaria o permanente en sus facultades: físicas, intelectuales, mentales, sensoriales o 

viscerales que, al interactuar con diversas barreras, limitan su actividad y restringen su 

participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con los demás. 

 

Artículo 7º: Principios Rectores. En la aplicación de esta ley deberá darse cumplimiento a 

los principios de Vida Independiente, Igualdad de Oportunidades, Equiparación de 

Oportunidades, Diseño Universal, Accesibilidad Universal, Intersectorialidad, y Participación y 

Diálogo Social. Para todos los efectos se entenderá por: 

 

a) Vida Independiente: La posibilidad de que la persona con discapacidad se 

encuentre en condición de ejercer actos de manera autónoma y de participar 

activamente en la comunidad, en ejercicio pleno del derecho al libre 

desarrollo de la personalidad; 

b) Igualdad de Oportunidades: A toda ausencia de discriminación directa o 

indirecta que tenga su causa en una discapacidad, así como la adopción de 

medidas de acción positiva orientadas a evitar o compensar las desventajas de 
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una persona con discapacidad para participar plenamente en la vida política, 

económica, cultural y social; 

c) Equiparación de Oportunidades: Es todo proceso de ajuste del entorno, los 

servicios, las actividades, la información, la documentación así como las 

actitudes respecto de las necesidades de las personas, en particular de las 

personas con discapacidad; 

d) Diseño Universal: A la actividad creativa por la que se conciben o proyectan 

los entornos, procesos, bienes - muebles e inmuebles productos, servicios, 

objetos, instrumentos, dispositivos o herramientas, de tal forma que puedan 

ser utilizados por todas las personas, en la mayor extensión posible; 

e) Accesibilidad Universal: A la condición que deben cumplir los entornos, 

procesos, bienes, productos y servicios, así como los objetos o instrumentos y 

herramientas y dispositivos, para ser comprensibles, utilizables y practicables 

por todas las personas en condiciones de seguridad y comodidad y de la forma 

más autónoma y natural posible; 

f) Intersectorialidad: Al principio en virtud del cual la acción que desarrolla el 

Estado, comprende las políticas y toda medida de acción positiva, coordinada 

y articulada de carácter general entre los ámbitos de gestión pública, en 

consideración de las necesidades y demandas de personas con discapacidad, 

tendientes a la equiparación de oportunidades y trato igualitario; 

g) Participación y Diálogo Social: El proceso en virtud del cual las personas con 

discapacidad, sus familias y las organizaciones que las representan, participan 

en los términos que establece el ordenamiento jurídico, en la elaboración, 

ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas que se 

desarrollan en el ámbito de las personas con discapacidad. 

 

Artículo 8º: Estado Provincial Concepto General. A los fines de la presente ley se entenderá 

por “Estado Provincial” a los entes que conforman el Sector Público Provincial: los Poderes 

Legislativo, Ejecutivo y Judicial, Municipios, Tribunal Electoral, Consejo de la Magistratura, 

Fiscalía de Estado, Tribunal de Cuentas, Contaduría General, Tesorería General y Fiscalía de 

Investigaciones Administrativas; Administración Central, Entidades Descentralizadas, 

Entidades con regímenes institucionales especiales, comprendidas por: Organismos 

Responsables de la Seguridad Social para el Personal del Sector Público Provincial: 

In.S.S.Se.P., Organismos Estatales que tienen a su cargo actividades relacionadas con la 

explotación comercial y la fiscalización de Juegos de Azar: Lotería Chaqueña; Empresas del 

Estado Provincial, Sociedades del Estado Provincial, Sociedades Anónimas con Participación 

Estatal Mayoritaria, Sociedades de Economía Mixta y todas aquellas entidades societarias o 

empresarias donde el Estado Provincial tenga participación mayoritaria en el capital o en la 

toma de decisiones; las Empresas Privadas concesionarias de Servicios Públicos. 

 

CAPÍTULO II 

AUTORIDAD DE APLICACIÓN 

 

Artículo 9º: Instituto Provincial para la Inclusión de las Personas con Discapacidad. Créase 

el Instituto Provincial para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, con domicilio en la 

ciudad de Resistencia, como Ente Autárquico del Poder Ejecutivo Provincial, a los fines de dar 

cumplimiento a lo establecido por el artículo 35 inciso 5) de la Constitución Provincial 1957-

1994. 

 

Artículo 10: Funciones. Serán funciones del Instituto Provincial para la Inclusión de las 

Personas con Discapacidad, el diseño, planificación, aprobación, coordinación, ejecución y 

supervisión de las políticas públicas y acciones que propicien y faciliten la prevención, 

atención, protección integral e inclusión en la vida económica, política, cultural y social de las 

personas con discapacidad, alentando su participación en todos los niveles y ámbitos de 

decisión, y promoviendo ante las autoridades e instancias competentes los mecanismos 

necesarios para ello. 
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Artículo 11: Objetivos: La autoridad de aplicación deberá: 

 

a) Conformar en todo el territorio provincial, una red de atención integral a 

personas con discapacidad, que garantice su fácil acceso, la gestión eficiente 

de la demanda, asesoramiento e información sobre sus derechos; 

b) Centralizar todas las funciones inherentes a la atención de la discapacidad, 

que a la fecha de la puesta en funcionamiento del Instituto Provincial para la 

Inclusión de las Personas con Discapacidad estuvieren desempeñando las 

jurisdicciones del Poder Ejecutivo Provincial; 

c) Implementar un sistema único de atención al ciudadano con discapacidad, 

que sirva de consulta, a partir de los datos mínimos de identificación y 

mediante Internet, garantizando una adecuada seguridad informática, 

preservando la identidad de las personas registradas en el sistema; 

d) Instituir un sistema de seguimiento, control y evaluación de las acciones y/o 

medidas aplicadas en cada caso y el nivel de cumplimiento en líneas 

generales de los programas y servicios públicos destinados a garantizar los 

derechos de las personas con discapacidad, en los términos de la presente 

ley; 

e) Ejercer el control del efectivo cumplimiento de la legislación vigente sobre 

las personas con discapacidad; 

f) Otorgar los certificados de discapacidad, a través de las Juntas Evaluadoras 

de Personas con Discapacidad; 

g) Constituir en el ámbito de este Organismo las Juntas Evaluadoras de 

Personas con Discapacidad y la Junta Evaluadora de Prestadores de 

Servicios de Atención para Personas con Discapacidad; 

h) Acordar mecanismos a fin de optimizar la comunicación y las relaciones de 

cooperación y de trabajo conjunto con las organizaciones de la sociedad civil 

que manejan la temática de la discapacidad; 

i) Asistir técnicamente a las distintas entidades gubernamentales y privadas, a 

efectos de diseñar estrategias de acción con el objeto del cumplimiento pleno 

de los derechos de las personas con discapacidad; 

j) Disponer la realización del censo periódicamente, cada cinco años, a fin de 

contar con los datos actualizados necesarios para delinear políticas públicas 

que garanticen el cumplimiento de la presente ley; 

k) Promover y coordinar tareas de estudio e investigación en la temática de la 

discapacidad; 

l) Desarrollar e implementar instrumentos que permitan identificar patologías 

discapacitantes a los fines de la prevención de las mismas; 

m) Coordinar con instituciones públicas y privadas, medidas adicionales a las 

establecidas en esta ley y que tiendan a mejorar la calidad de vida de las 

personas con discapacidad; 

n) Intervenir en los planes y los programas destinados a la formación y 

perfeccionamiento de recursos humanos especializados en la asistencia de 

personas con discapacidad, promoviendo convenios con Universidades 

Nacionales, Provinciales y Centros de Capacitación Estatales y Privados; 

ñ) Celebrar contratos y convenios que resulten necesarios para el 

desenvolvimiento de las actividades o consecución de sus fines y objetivos; 

o) Promover la toma de conciencia comunitaria del tema de la discapacidad; 

p) Crear instancias descentralizadas para la atención especializada de las 

personas con discapacidad, a través de delegaciones del Instituto Provincial 

para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, en el interior de la 

Provincia; 

q) Propiciar la elaboración de Protocolos de Funcionamiento Interno 

ajustándose a los siguientes principios: Informalidad; Gratuidad; Celeridad. 

Imparcialidad; Inmediatez; Accesibilidad; Confidencialidad; Publicidad; 

Pronunciamiento obligatorio. 
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Artículo 12: Gobierno y Administración. El gobierno y administración del Instituto 

Provincial para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, será ejercido por un Directorio 

integrado por un Presidente, un Vicepresidente y tres Vocales. 

 El Presidente y el Vicepresidente serán designados por el Poder Ejecutivo con 

acuerdo de la Cámara de Diputados. 

 Dos Vocales en representación de las organizaciones de la sociedad civil 

legalmente constituidas y sin fines de lucro, que tengan una participación activa y 

comprometida con la discapacidad y la lucha por su inclusión. Uno en representación del 

interior de la Provincia y otro de la capital provincial. 

 El tercer vocal será una persona con discapacidad con probada vocación y 

formación en la temática. 

 Los vocales serán elegidos en los términos que establezca la ley, que reglamente 

la organización y funcionamiento del Instituto Provincial para la Inclusión de las Personas con 

Discapacidad. 

 

Artículo 13: Condiciones para ser miembros del Directorio. Para acceder a los cargos del 

Directorio se requiere: 

 

a) Ser ciudadano argentino con cinco (5) años, como mínimo, de residencia 

inmediata en la Provincia; 

b) Tener veinticinco años de edad como mínimo a la fecha de su designación; 

c) Poseer título profesional habilitante referido a la temática de la discapacidad 

y/o poseer antecedentes relevantes en el área específica; 

d) Tener reconocida vocación y trayectoria en la defensa y promoción de las 

personas con discapacidad e idoneidad en las materias que se requieren para 

el logro de tal objetivo; 

e) Tener domicilio real en la Provincia. 

 

Artículo 14: Incompatibilidades e Inhabilidades. No podrán ejercer dichos cargos: 

 

a) Quienes tengan relaciones comerciales y financieras con el Gobierno de la 

Provincia del Chaco en especial, con el Instituto Provincial para la Inclusión 

de las Personas Con Discapacidad o el Consejo Provincial Asesor de 

Discapacidad; 

b) Quienes se encuentren condenados por delitos cometidos contra el Estado; 

c) Los condenados en causa penal por delitos comunes cometidos con dolo; 

d) Los comprendidos en las inhabilidades de orden ético o legal que, para los 

funcionarios de la Administración Pública, establece la legislación vigente; 

e) Los que se encuentren desempeñando cargos electivos nacionales, 

provinciales o municipales, mientras no les sea aceptada su renuncia 

indeclinable al mismo. 

 

Artículo 15: Duración del Mandato del Directorio. El Presidente y Vicepresidente ejercerán 

sus funciones por un período de cuatro años, en coincidencia con el mandato del Poder 

Ejecutivo Provincial. 

 Los vocales, ejercerán sus funciones durante un período de dos años. 

 

Artículo 16: Consejo Provincial Asesor de Discapacidad- Créase un Consejo Provincial 

Asesor de Discapacidad, a los fines de generar un espacio institucional que coordine e impulse 

acciones relacionadas con la discapacidad, canalizando la participación de los propios 

interesados mediante el actuar intersectorial a través de instituciones que los representen en pos 

de lograr una plena inclusión social y equiparación de oportunidades. 

 Estará conformado por representantes de los tres poderes del Estado Provincial, 

municipios, y organizaciones sociales constituidas legalmente, sin fines de lucro, cuyo objeto 

sea el cuidado, atención o salvaguarda de los derechos de las personas con discapacidad, 

quienes ostentarán la misma representación dentro del Consejo. 

 Deberán reunirse como mínimo una vez por mes y su composición se renovará 

periódicamente conforme al reglamento que dictará el propio Consejo. 

 El Consejo tendrá las siguientes funciones: 
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a) Asesorar de manera integral en la propuesta de lineamientos políticos de 

promociones específicas de discapacidad; 

b) Participar en el análisis, evaluación y elaboración de iniciativas legislativas 

que sobre este particular se proyecten; 

c) Promover acciones que tiendan a difundir y dar a conocer las temáticas de la 

discapacidad; 

d) Fiscalizar y controlar el funcionamiento del Instituto Provincial para la 

Inclusión de las Personas con Discapacidad. 

 

Artículo 17: Control y Fiscalización. El Instituto Provincial para la Inclusión de las Personas 

con Discapacidad, se encuentra sujeto a la jurisdicción del Tribunal de Cuentas de la Provincia 

y demás organismos que las leyes establezcan como órganos de control para las entidades 

autárquicas, sin perjuicio del funcionamiento de un sistema de auditoría interna. 

 

Artículo 18: Incumplimiento. El funcionario público o empleado perteneciente a los Entes 

enumerados en el artículo 8, que obstaculice, demorare injustificadamente o no cumpliere con 

la presente normativa, estará incurriendo en mal desempeño de sus funciones y faltas graves, 

quedando habilitado el Instituto Provincial para la Inclusión de las Personas con Discapacidad 

para propiciar las sanciones administrativas pertinentes, sin perjuicio de las acciones penales 

que puedan corresponder. 

 A tal efecto, podrá formular advertencias, recomendaciones, recordatorios de los 

deberes de los funcionarios y propuestas para la adopción de nuevas medidas dentro del plazo 

fijado. 

 

Artículo 19: Ley complementaria. Será objeto de legislación complementaria, la 

organización y funcionamiento del Instituto Provincial para la Inclusión de las Personas con 

Discapacidad, y un régimen especial sancionatorio aplicable en caso de incumplimiento total o 

parcial de la presente ley. 

 

TÍTULO II 

REGISTRO PROVINCIAL DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD 

 

Artículo 20: Sistema de información provincial. El Instituto Provincial para la Inclusión de 

las Personas con Discapacidad implementará un sistema de información provincial de 

discapacidad, que constará de un registro, unificado, sistematizado y de actualización 

permanente de personas con discapacidad, garantizando el derecho a la privacidad de la 

información personal y relativa a la salud y a la rehabilitación de las personas con 

discapacidad. Dicho registro deberá contar con información sobre: certificado de discapacidad, 

cobertura de salud, seguridad social, ayudas técnicas, beneficios sociales, educación, 

tratamiento o rehabilitación, subsidios, prestaciones, vivienda digna, y cualquier otro dato 

necesario para la aplicación de políticas y tomas de decisiones en la materia. 

 Asimismo deberá contar con información sobre instituciones, centros o 

establecimientos públicos o privados, como también profesionales y educadores dedicados a la 

temática discapacidad de toda la Provincia, a los fines del cumplimiento de los objetivos de la 

presente ley. 

 

TÍTULO III 

PROGRAMAS ESTATALES 

 

Artículo 21: El Instituto Provincial para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, 

tendrá bajo su responsabilidad implementar, fortalecer y ampliar servicios y programas 

generales de habilitación, rehabilitación, en particular, en los ámbitos de salud, empleo, 

educación, trabajo, transporte, vivienda, asistencia social, previsional y todas aquéllas en las 

que se plantee la temática objeto de la presente ley, de forma que los mismos sean accesibles y 

se inicien a la edad más temprana posible, basados en una evaluación interdisciplinaria de las 

necesidades y capacidades de las personas con discapacidad. 
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Artículo 22: Prestaciones. El Poder Ejecutivo Provincial, prestará a las personas con 

discapacidad no incluidas como afiliadas de los agentes de salud mencionados en la ley 24.901, 

en la medida que aquéllas o las personas de quienes dependan, no puedan afrontarlas, los 

siguientes servicios: 

 

a) Rehabilitación integral; 

b) Provisión de ayudas técnicas y sistemas de apoyo; 

c) Orientación y promoción individual, familiar, social, deportiva y recreativa; 

d) Formación laboral o profesional e intelectual; 

e) Inserción socio-laboral y ocupacional mediante la implementación de todo 

sistema que promueva la formación pre-laboral, el acceso al empleo y su 

mantenimiento en el cargo o puesto de trabajo y el empleo con apoyo; 

f) Escolarización en establecimientos comunes con apoyos necesarios provistos 

gratuitamente, o en establecimientos especiales cuando en razón del grado de 

discapacidad no puedan cursar la escuela común; 

g) Aplicación preferencial en el otorgamiento de subsidios, subvenciones y 

becas, destinados a facilitar la actividad laboral, intelectual, educacional y el 

desenvolvimiento social; 

h) Acceso a tecnologías de información y comunicación. 

 

Artículo 23: Ayudas Técnicas. A los fines de esta ley se consideran ayudas técnicas a todos 

aquellos elementos o implementos necesarios requeridos por una persona con discapacidad 

para el tratamiento de la deficiencia o discapacidad, con el objeto de lograr su recuperación o 

rehabilitación, o para prevenir su progresión o derivación en otra discapacidad. Asimismo, las 

que permiten compensar una o más limitaciones funcionales, motrices, sensoriales o cognitivas 

de la persona con discapacidad, con el propósito de permitirle salvar las barreras de 

comunicación y movilidad y de posibilitar su funcionalidad, vida independiente y plena 

integración en condiciones de normalidad. 

 

Artículo 24: Implementos Imprescindibles. Cuando en razón de la discapacidad sean 

imprescindibles tales implementos para realizar las funciones propias de la vida diaria, para la 

educación o para el trabajo, se entenderá corno parte del proceso de rehabilitación: su 

adquisición, conservación, adaptación y renovación, las que se realizarán a través del Instituto 

Provincial para la Inclusión de las Personas con Discapacidad. 

 

TÍTULO IV 

OBRAS SOCIALES PROVINCIALES 

 

Artículo 25: Responsabilidad Solidaria. El Instituto de Seguridad Social, Seguros y 

Préstamos de la Provincia, las obras sociales, las prepagas y entidades o programas afines, 

serán co-responsables con el Estado en brindar a los afiliados que demuestren la necesidad de 

la prestación, cuya cobertura integral solicitan y que posean certificado de discapacidad, las 

prestaciones enunciadas en la ley nacional 24.901 y sus decretos reglamentarios. 

 En especial, será obligación de los entes que prestan cobertura social en el 

ámbito de la Provincia, contemplar en las prestaciones que brinden a sus afiliados, ayudas para 

ser incluidas en la educación y el empleo, la cobertura de los servicios de orientación, 

asesoramiento, diagnóstico, estudios genéticos y de control, de conformidad a las condiciones 

establecidas por la ley nacional 24.901. 

 

TÍTULO V 

DE LA CALIFICACIÓN Y DIAGNÓSTICO DE LA DISCAPACIDAD 

 

Artículo 26: Certificado definitivo de discapacidad. El Instituto Provincial para la Inclusión 

de las Personas con discapacidad, a través de las Juntas Médicas evaluadoras de discapacidad, 

conformadas por un equipo especializado e interdisciplinario, evaluará, valorará y calificará en 

cada caso de manera uniforme en todo el territorio provincial, de acuerdo con la legislación y 

reglamentación provincial, nacional e internacional vigentes, la existencia de la discapacidad , 

su naturaleza y grado, la deficiencia que la provoca, las aptitudes y habilidades que la persona 

con discapacidad conserva y las que pudiere desarrollar, posibilidades de rehabilitación, grupo 
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familiar y la necesidad, en su caso, de un acompañante para las actividades de la vida diaria y 

los traslados. La certificación especificará su período de vigencia. A pedido del interesado se 

podrá realizar una nueva evaluación a fin de determinar el agravamiento o mejoramiento de la 

discapacidad en el transcurso del tiempo. 

 Las solicitudes de otorgamiento de certificados deberán tramitarse ante el 

Instituto Provincial para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, y a través de oficinas 

debidamente habilitadas, en el interior de la Provincia, con recursos humanos capacitados, que 

brinden asesoramiento integral y orientación, en todos los hospitales del territorio provincial.  

 La reglamentación establecerá los requisitos formales y operativos de este 

certificado. 

 

Artículo 27: Reevaluación de la discapacidad. La persona tiene derecho en el término de diez 

(10) días hábiles a contar desde la notificación del dictamen de la Junta Médica, a manifestar su 

disconformidad y recurrirlo, adjuntando las pruebas para demostrar la insuficiencia del examen 

y solicitar la reevaluación. La Junta Médica deberá expedirse sobre la observación formulada 

en un plazo no mayor de diez (10) días hábiles, desde la manifestación de la disconformidad. 

 

Artículo 28: Constancia en trámite del certificado de discapacidad. A los fines de cubrir las 

necesidades de cobertura médicas básicas y urgentes y de transporte, el Instituto Provincial 

para la Inclusión de las Personas con Discapacidad o las oficinas habilitadas de toda la 

Provincia, otorgará de manera automática una constancia que acredite que se encuentra en 

trámite el certificado de discapacidad. 

 

Artículo 29: Validez. Para acceder a todos los derechos, prestaciones y beneficios 

reconocidos por la legislación provincial y nacional vigentes y toda norma internacional 

incorporada al ordenamiento jurídico, el certificado de discapacidad otorgado por el Instituto 

Provincial para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, será considerado un documento 

público y acreditará la discapacidad en todos los supuestos que sean necesarios invocar y en 

todos los ámbitos provincial y nacional. 

 

Artículo 30: Juntas Evaluadoras. Créanse en el ámbito del Instituto Provincial para la 

Inclusión de la Personas con Discapacidad, la Junta Evaluadora de Personas con Discapacidad 

y la Junta Evaluadora de Prestadores de Servicios de Atención para Personas con Discapacidad. 

Las Juntas Evaluadoras de Personas con Discapacidad: serán las unidades técnico-

administrativas con dependencia jerárquica del Instituto Provincial para la Inclusión de las 

Personas con Discapacidad, con competencia exclusiva para la certificación de la discapacidad.  

 Las mismas serán interdisciplinarias y especializadas con una capacitación 

constante y estarán integradas por un equipo básico conformado por médicos, psicólogos y 

asistentes sociales y además, para los casos que así lo requieran por un equipo ínter-consultor, 

integrado por profesionales de la ciencia de la salud: psicólogos, fonoaudiólogos, terapistas 

ocupacionales, kinesiólogos y de la educación: psicopedagogos y profesores de educación 

especial. La autoridad de aplicación podrá incluir otros profesionales que considere necesarios 

y designar, de entre todos ellos, un Coordinador. Las Juntas Evaluadoras de Personas con 

Discapacidad funcionarán en cada ciudad cabecera de zona sanitaria o la zonificación que se 

establezca, y podrán ser descentralizadas. Contarán con el personal técnico y administrativo 

con formación y capacitación específica. 

 

Artículo 31: Juntas Evaluadoras Itinerantes: Para el caso que el solicitante del certificado 

considere que la persona con discapacidad, se encuentra imposibilitada de deambular, deberá 

requerir la constitución de una Junta Evaluadora de Personas con Discapacidad en su domicilio, 

en cuyo caso la misma deberá constituirse en el término de diez (10) días hábiles de solicitada. 

 Asimismo deberán constituirse Juntas Evaluadoras Itinerantes, en aquellas 

localidades de la Provincia que se encuentren a más de cien (100) kilómetros de la ciudad 

cabecera de zona sanitaria donde funcione una Junta Evaluadora. La misma deberá constituirse 

en el centro de salud de dicha localidad o puestos sanitarios, en el término de quince (15) días 

hábiles de solicitado. El interesado deberá hacer la solicitud en el centro de salud de su 

localidad o repartición pública provincial que se designe a tal efecto. 
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Artículo 32: Junta Evaluadora de Prestadores: La Junta Evaluadora de Prestadores de 

Servicios de Atención para las Personas con Discapacidad, será la unidad técnico 

administrativa con dependencia jerárquica de la autoridad de aplicación, con competencia 

exclusiva para la categorización y recategorización de estos servicios, asignación o 

modificación de cupos otorgados a los prestadores, acreditación, auditoría y control, y el 

registro, continuidad y baja de los servicios de atención de personas con discapacidad. 

 Contarán con el personal técnico y administrativo con formación y capacitación 

específica. 

 La organización y funcionamiento de las Juntas Evaluadoras creadas por la 

presente ley y los procedimientos a seguir serán objeto de reglamentación por el Poder 

Ejecutivo Provincial. 

 

TÍTULO VI 

DE LA PREVENCIÓN Y REHABILITACIÓN 

 

Artículo 33: Prevención y Asistencia. El Instituto Provincial para la Inclusión de las Personas 

con Discapacidad implementará servicios de prevención y asistencia de la discapacidad. A los 

efectos de esta ley, la prevención comprende toda acción o medida tendiente a evitar las causas 

de las deficiencias que pueden ocasionar discapacidad, su progresión o derivación en otras 

discapacidades o su permanencia, con la finalidad de impedir que una persona experimente una 

disfunción que restrinja su participación o limite su capacidad de ejercer una o más actividades 

esenciales de la vida diaria. 

 La prevención siempre considerará el entorno económico, social, político o 

cultural que puede agravar o atenuar la disfunción de que se trate. 

 

Artículo 34: Medidas Preventivas. A tal fin, el Poder Ejecutivo Provincial tomará las 

medidas preventivas necesarias, para garantizar a la madre y el niño desde el momento de la 

concepción: la prevención, los controles y atención adecuados para su óptimo desarrollo físico-

psíquico y social implementando políticas y programas pertinentes. Las acciones que se 

adopten de ninguna manera afectarán el derecho a la vida, salud e integridad física del embrión 

humano, consagrado constitucionalmente. 

 

Artículo 35: Consideración de Causas. Las acciones o medidas de prevención se adoptarán 

en consideración a las distintas causas de riesgo biológico, psicológico o social generadoras de 

discapacidad, sean éstas congénitas o adquiridas. 

 

Artículo 36: Información. Toda persona tiene derecho a una información pública, permanente 

y actualizada sobre las conductas, lugares y condiciones que pueden causar discapacidad. El 

Poder Ejecutivo Provincial deberá adoptar todas las medidas necesarias para asegurar el 

ejercicio libre y eficaz de este derecho. 

 

Artículo 37: Servicios de Atención Integral. El Ministerio de Salud Pública brindará a las 

personas con discapacidad, atendiendo a sus necesidades individuales y garantizando un 

abordaje interdisciplinario, las prestaciones correspondientes, con la finalidad de permitir la 

recuperación de la funcionalidad en todas sus áreas y su mantenimiento. 

 

Artículo 38: Integralidad de la atención. Las personas con discapacidad tienen derecho a que 

el proceso de atención integre y considere a su familia o a quienes las tengan a su cuidado. 

 

Artículo 39: Programa de rehabilitación. El proceso de atención se considerará dentro del 

desarrollo general de su comunidad. El Poder Ejecutivo Provincial fomentará la Rehabilitación 

en base a programas vigentes a nivel nacional e internacional, como estrategia preferente para 

hacer efectivo el ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad. 

 

Artículo 40: Discapacidad Intelectual. La rehabilitación de las personas con discapacidad 

intelectual propenderá a que éstas desarrollen al máximo sus capacidades y aptitudes. En 

ningún caso la persona con discapacidad intelectual podrá ser sometida, contra su voluntad a 

prácticas o terapias que atenten contra su dignidad, derechos o formen parte de experimentos 

médicos o científicos. 
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Artículo 41: Informe y Registro. Las instituciones médicas públicas y privadas de la 

Provincia, en el caso de que se produjeren en el ámbito de su competencia, nacimientos con 

deficiencias congénitas visibles en los recién nacidos, o al momento de su detección, deberán 

remitir dentro de los quince (15) días de acaecidos los mismos, un informe con la historia 

clínica respectiva al Instituto Provincial para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, 

que tendrá a su cargo y bajo su responsabilidad un registro, a los fines de su anotación y 

asistencia, garantizando la protección de los datos personales y una adecuada seguridad 

informática a las personas registradas en el sistema, debiendo disociar el dato de sus 

respectivos titulares. 

 Las instituciones médicas que no dieren cumplimiento a las obligaciones 

previstas en el presente artículo, serán sancionadas según lo determine la reglamentación. 

 

TÍTULO VII 

DE LA EQUIPARACIÓN DE OPORTUNIDADES 

 

CAPÍTULO I 

ACCESO A LA SALUD Y ASISTENCIA SOCIAL 

 

Artículo 42: Hogares. Establécese que el Poder Ejecutivo Provincial, a través de los 

organismos pertinentes y en la forma y condiciones que determine la reglamentación, dispondrá 

la construcción y habilitación de hogares para personas con discapacidad en situación de riesgo 

social o vulnerabilidad, cuya atención sea dificultosa a través del grupo familiar o que carezcan 

de él, brindando alojamiento, alimentación, atención permanente, atención médica psicofísica, 

apoyo social y educativo, terapia ocupacional y recreación. 

 Establecerá además, lo inherente a la registración y control de los mismos. 

 Para este fin, serán consideradas con preferencia las organizaciones de la 

sociedad civil, para brindarles apoyo. 

 

Artículo 43: Funciones. El Ministerio de Salud Pública, en coordinación con el Instituto 

Provincial para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, tendrá a su cargo: 

 

a) Crear y supervisar equipos interdisciplinarios con penetración social que 

cumplan con las bases fundamentales de la prevención, diagnostico precoz, 

seguimiento y reevaluación permanente e implementar los programas 

nacionales vigentes con el mismo objetivo; 

b) Elaborar y poner en ejecución programas de concientización dirigidos a la 

comunidad en general y en particular, a la población en riesgo, sobre la 

prevención, atención e integración a la sociedad de la persona con 

discapacidad; 

c) Los programas de prevención, pondrán especial énfasis en servicios de 

consejería genética, estimulación temprana, orientación sobre peligros 

tóxicos, agentes biológicos, ambientales y catástrofes naturales y artificiales, 

que puedan devenir en discapacidades limitantes; 

d) Programas de capacitación y asistencia técnica destinados a brindar apoyo a 

las organizaciones de la sociedad civil dedicadas a atención de las personas 

con discapacidad. A tales fines podrán firmar convenios con universidades y 

otras instituciones educativas reconocidas oficialmente, para la mejor 

formación y actualización de los recursos humanos. 

 

Artículo 44: Servicios Especiales. El Ministerio de Salud Pública pondrá en ejecución 

programas a través de los cuales se habiliten servicios especiales, destinados a las personas con 

discapacidad en hospitales y centros de salud existentes y a crearse dentro de su jurisdicción, de 

acuerdo con su grado de complejidad y el ámbito territorial a cubrir, asegurando la 

readecuación de las condiciones edilicias que garanticen la accesibilidad y atención completa e 

integral a las personas con discapacidad. 

 

Artículo 45: Formación Académica. El Ministerio de Salud Pública y el Ministerio de 

Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en la forma y condiciones que determine la 



Fuente: Dirección de Información Parlamentaria Güemes 120 - 5° Piso 

T.E.: 0362 - 4441467 - Internos: 194-200 - Centrex: 41467 

Email: dir.informacionparlamentaria@legislaturachaco.gov.ar 

ES COPIA DIGITAL 

reglamentación promoverán, crearán e implementarán cursos o carreras terciarias y 

universitarias, de grado o de post-grado para la formación, capacitación y actualización de los 

recursos humanos necesarios para las actividades que determinen, delimitando las 

competencias e incumbencias profesionales que correspondan. A tales fines podrán celebrar 

convenios con instituciones públicas o privadas, internacionales, nacionales y provinciales. 

 

CAPÍTULO II 

ACCESO A LA CAPACITACIÓN E INSERCIÓN LABORAL 

 

Artículo 46: Políticas de Integración Laboral. El Instituto Provincial para la Inclusión de las 

Personas con Discapacidad, definirá políticas encaminadas a la integración laboral de las 

personas con discapacidad. A tales efectos implementará programas especiales tendientes a la 

capacitación para el empleo y desarrollo de actividades productivas, con la finalidad de 

incrementar las posibilidades de inserción al trabajo, facilitando además el acceso a los 

programas previstos por la legislación nacional vigente en la materia. 

 Para ello realizará convenios y acuerdos de cooperación con universidades u 

otros organismos gubernamentales, organizaciones de la sociedad civil y empresas tendientes a 

la generación de empleo, capacitación y práctica. 

 El Poder Ejecutivo Provincial deberá facilitar y garantizar el acceso a todos los 

niveles de enseñanza a las personas con discapacidad. 

 

Artículo 47: Programas de Capacitación Laboral. El Ministerio de Educación, Cultura, 

Ciencia y Tecnología tendrá a su cargo: 

 

a) Generar programas destinados a la capacitación laboral, acordes a todos los 

niveles de discapacidades y potencialidades que contribuyan a la plena 

integración; 

b) Establecer y difundir, a través de los servicios de información para el empleo, 

líneas de orientación laboral que permitan relacionar las capacidades del 

beneficiario y su adecuación con la demanda laboral. 

 

Artículo 48: Programas de Formación Docente. El Ministerio de Educación, Cultura, Ciencia 

y Tecnología en coordinación con el Instituto Provincial de Inclusión para las Personas con 

Discapacidad, promoverá el fortalecimiento de las carreras de formación docente y/o 

implementará nuevas carreras tendientes a satisfacer las necesidades específicas de recursos 

humanos idóneos, en la preparación y capacitación laboral de las personas con discapacidad, 

garantizando la incorporación a la normativa respectiva de los cargos y financiamiento que 

corresponda. 

 Asimismo el Ministerio de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología 

establecerá los mecanismos de formación docente destinados a la detección y estímulo de las 

potencialidades individuales que posee cada persona con discapacidad, a fin de hacer una 

orientación correcta para la inserción laboral. 

 

Artículo 49: Sector Público Provincial. Los entes que conforman el Sector Público Provincial 

están obligados a emplear personas con discapacidad que reúnan condiciones de idoneidad para 

el cargo, en una proporción no inferior al cinco por ciento (5%) de la totalidad de su personal y 

a establecer reservas de puestos de trabajo a ser exclusivamente ocupados por ellas. Operadas 

las vacantes, se reservarán los cargos correspondientes a las personas que hayan ingresado bajo 

el régimen de la presente ley para ser ocupadas en su totalidad y exclusivamente por personas 

con discapacidad de acuerdo a la condición de idoneidad previamente referida. Dichas vacantes 

no estarán sujetas a vulneración alguna en relación a su efectiva disponibilidad. 

 El porcentaje determinado en el primer párrafo será de aplicación sobre el 

personal de planta permanente, temporario, transitorio o personal contratado, cualquiera sea la 

modalidad de contratación, y para todas aquellas situaciones en que hubiere tercerización de 

servicios públicos, tanto para el caso que se efectúe una convocatoria para cubrir puestos de 

trabajo vacantes, como para reubicar, promocionar o recategorizar al personal. 

 Asimismo y a los fines del efectivo cumplimiento del mínimo establecido, todos 

los entes referidos en el primer párrafo, deberán comunicar al Instituto Provincial para la 

Inclusión de las Personas con Discapacidad, el relevamiento efectuado sobre el porcentaje aquí 
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prescripto, precisando las vacantes existentes y las condiciones para el puesto o cargo que deba 

cubrirse. En caso de que el ente que efectúe una convocatoria para cubrir puestos de trabajo, o 

los supuestos enumerados en el párrafo anterior, no tenga relevados ni actualizados sus datos 

sobre la cantidad de cargos cubiertos con personas con discapacidad, se considerará que 

incumplen el cinco por ciento (5%) y los postulantes con discapacidad, podrán hacer valer de 

pleno derecho su prioridad de ingreso a igualdad de mérito. 

 Se deberán instrumentar todas las medidas necesarias de accesibilidad y 

adaptación del puesto de trabajo, para facilitar el acceso y el desarrollo de la labor por la 

persona con discapacidad. 

 En todos los procesos descriptos en este capítulo, se deberá dar información y 

participación al Instituto Provincial para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, que 

actuará como veedor, garantizando el cumplimiento de las disposiciones establecidas en la 

presente. 

 

Artículo 50: Prioridad. Deberá otorgase prioridad, para su incorporación al Sector Público 

Provincial a las personas con discapacidad que, bajo cualquier forma de contratación, se 

encuentren actualmente desarrollando tareas en el ámbito estatal, a los efectos de aprovechar la 

experiencia adquirida por las mismas y normalizar su situación laboral frente al Estado, en 

orden a lo establecido por la normativa vigente en la materia. 

 

Artículo 51: Adecuación Presupuestaria. Los entes obligados según el artículo 49, deberán 

incorporar en los presupuestos financieros de cada año, las partidas necesarias para el 

cumplimiento efectivo del cupo laboral establecido para cubrir puestos de trabajo vacantes, 

reubicar, promocionar o recategorizar al personal con discapacidad. 

 

Artículo 52: Licencia. Los trabajadores dependientes del Sector Público Provincial ante el 

nacimiento de un hijo/a con discapacidad tendrán un período de licencia de seis (6) meses 

posteriores al parto. De éste período, los primeros dos meses serán usufructuados en forma 

conjunta por ambos padres y los restantes corresponderán a la madre. 

 Los padres podrán, asimismo, solicitar la extensión de la licencia por un período 

igual de tiempo, para lo cual deberán justificar mediante autoridad médica competente la 

necesidad de acompañamiento en el proceso de estimulación temprana del niño/a o la situación 

en que éste, por condiciones vinculadas a su desarrollo necesite del cuidado de alguno de los 

padres. 

 Esta licencia podrá utilizarse indistintamente por cualquiera de los padres, en el 

caso de que ambos sean agentes del Sector Público Provincial. 

 La agente madre de un hijo con discapacidad que prestare servicios en el Sector 

Público Provincial, una vez finalizado el período de licencias por maternidad, le será reducida 

la jornada laboral en dos horas hasta que el hijo cumpla cinco (5) años de edad. 

Igual beneficio gozará la agente adoptante de un menor con discapacidad y la que posea la 

guarda jurídica. 

 

Artículo 53: Registro de Aspirantes Ingreso al Sector Público Provincial. Las respectivas 

Direcciones de Personal de los entes enumerados en el Artículo 8°, tendrán a su cargo la 

organización e implementación de un registro de personas con discapacidad que desempeñan 

funciones a la fecha de promulgación de la presente ley bajo cualquier modalidad de 

contratación, en cada una de las áreas del Sector Público Provincial a fin de verificar y 

controlar en qué medida se ha cumplimentado el porcentaje mínimo establecido en la presente 

con respecto a la totalidad del personal. Asimismo deberán mantener actualizado con una 

periodicidad anual tal registro respecto a ingresantes a dichos entes y elaborar un informe 

cualitativo y cuantitativo que será remitido al Instituto Provincial para la Inclusión de las 

Personas con Discapacidad, a fin de realizar el adecuado control sobre el mismo. 

 

Artículo 54: Registro de Aspirantes Ingreso al Sector Público Provincial. El Instituto 

Provincial para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, llevará un registro de aspirantes, 

para el ingreso al Sector Público Provincial, conforme lo determine la reglamentación. 
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Artículo 55: Obligaciones. Las personas con discapacidad que se desempeñen en los entes 

aludidos en el artículo 49, en concordancia con el artículo 8° de la presente ley, están sujetas a 

las mismas obligaciones que la legislación laboral vigente prevé para todo trabajador. 

 

Artículo 56: Aptitud para el ingreso. La aptitud psico-física para el ingreso al Sector Público 

Provincial será determinada, a solicitud de las personas con discapacidad aspirantes a un puesto 

de trabajo, o a petición de los empleadores requirentes de un determinado perfil laboral, con 

una certificación expedida a este solo efecto por el organismo gubernamental y en la forma y 

condiciones que el Poder Ejecutivo determine en la reglamentación. 

 En tal certificación, de acuerdo con lo que antecede, se especificarán aptitudes y 

habilidades laborales, profesionales e intelectuales de las personas con discapacidad 

considerando su personalidad, potencialidad y antecedentes y el puesto o cargo de trabajo a 

cubrir. 

 

Artículo 57: Concesión de Bienes de Dominio Público. En todos los casos en que se conceda 

u otorgue el uso de bienes del dominio público o privado del Estado Provincial, para la 

instalación de comercios, servicios y cualquier otra actividad, se dará prioridad a las personas 

con discapacidad que estén en condiciones de desempeñarse en tales actividades, siempre que 

las atiendan personalmente, aún cuando para ello necesiten el ocasional auxilio de terceros. 

Idéntico criterio adoptarán las Empresas del Estado Provincial, con relación a los inmuebles 

que les pertenezcan o utilicen. 

 

Artículo 58: Registración. A los fines del artículo precedente, se deberá instrumentar en el 

ámbito del Instituto Provincial para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, registros 

sistematizados de los concesionarios, de los lugares concesionados, de los aspirantes a la 

concesión y de los espacios a concesionar. 

 

Artículo 59: Talleres Protegidos de Producción. El Instituto Provincial para la Inclusión de 

las Personas con Discapacidad, apoyará y propiciará el funcionamiento de talleres protegidos 

de producción y la constitución y fortalecimiento de las organizaciones de la sociedad civil que 

desarrollen actividades en las cuales ocupen mayoritariamente a personas con discapacidad. 

Asimismo, tendrá a su cargo el registro y supervisión de los mismos y apoyará la labor de 

personas con discapacidad a través del régimen laboral protegido y el trabajo a domicilio. 

 

Artículo 60: Adquisición de Insumos. El Estado Provincial dispondrá con preferencia la 

adquisición de insumos, provisiones y bienes elaborados u ofrecidos por los talleres protegidos 

de producción u organizaciones de la sociedad civil integrados por personas con discapacidad, 

y requerirá los servicios de los mismos, cuando las condiciones en cuanto a costo, sean 

igualitarias y hasta un margen de un cinco por ciento (5%) de diferencia, a los efectos de 

satisfacer su demanda. 

 

Artículo 61: Registro de Aspirantes. Ingreso al Sector Privado. El Instituto Provincial de 

Inclusión para la Personas con Discapacidad tendrá a su cargo: 

 

a) Implementar programas generales de orientación técnica y vocacional y 

servicios de colocación y formación profesional y continua para personas 

con discapacidad; 

b) Alentar las oportunidades de empleo y la promoción profesional de las 

personas con discapacidad en el mercado laboral, y apoyarlas para la 

búsqueda, obtención, mantenimiento del empleo y retorno al mismo; 

c) Promover oportunidades empresariales, de empleo por cuenta propia y de 

constitución de cooperativas; 

d) Promover el empleo de personas con discapacidad en el sector privado 

mediante políticas pertinentes, que pueden incluir programas de acción 

afirmativa, incentivos y otras medidas; 

e) Desarrollar un sistema de monitoreo de demanda en el mercado de trabajo, 

que permita recabar información actual y de tendencias en materia de 

oportunidades de empleo para personas con discapacidad; 
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f) Crear un registro de personas con discapacidad aspirantes a ingresar a 

empleos o actividades privadas, como también respecto de las empresas 

privadas que realicen inserción laboral o pasantías laborales para personas 

con discapacidad. 

 

Artículo 62: Deducción. El Poder Ejecutivo Provincial podrá disponer, a través del 

organismo que corresponda, una deducción de la base imponible de los ingresos brutos, a favor 

de los empleadores de personas con discapacidad, incluidas las que presten servicios a 

domicilio, del setenta por ciento (70%) de los gastos que por todo concepto demanden sueldos 

y contribuciones patronales, previsionales y sociales de las personas con discapacidad, en cada 

período fiscal. 

 

Artículo 63: Promoción del Trabajo Rural: El Instituto Provincial para la Inclusión de las 

Personas con Discapacidad, desarrollará programas financiados según previsiones de la 

legislación nacional o con presupuesto provincial, tendientes a promover el trabajo rural, con el 

objeto de ayudar a insertar a personas con discapacidad residentes en áreas rurales, a fin de que 

trabajen por cuenta propia en pequeñas industrias familiares o en actividades agrícolas, 

artesanales, turísticas y otras de similar naturaleza. 

 

CAPÍTULO III 

ACCESO A LA EDUCACIÓN 

 

Artículo 64: Promoción Educativa: El Poder Ejecutivo Provincial, a través del Ministerio de 

Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, promoverá la educación para las personas con 

discapacidad en establecimientos comunes, y habilitará en el mismo ámbito físico, un servicio 

especial de educación, a fin de asegurar una efectiva educación inclusiva en todos los niveles y 

modalidades. 

 Asimismo garantizará la Educación Especial como una modalidad del sistema 

educativo, con una estructura organizativa que asegure la atención de personas con 

discapacidad que no pueden beneficiarse de la educación común en edad de escolarización 

obligatoria. 

 Implementará medidas tendientes a: 

1) Asegurar a los educandos con discapacidad la enseñanza a lo largo de la 

vida, con el objetivo de: 

a) Desarrollar plenamente el sentido de la dignidad, autoestima y respeto 

por los derechos humanos, las libertades fundamentales y la diversidad; 

b) Potenciar al máximo su personalidad, talento y creatividad; 

c) Posibilitar su participación eficaz en una sociedad libre. 

2) Articular con otros organismos del Estado Provincial en materia que le 

compete, a fin de implementar: 

a) Sistemas de detección de los educandos con discapacidad, y su 

orientación a los diferentes niveles y modalidades, tendientes a su 

integración al sistema educativo común; 

b) Planes y programas de atención educativa en centros educativos 

terapéuticos o escuelas de atención hospitalarias. 

3) Planificar, dirigir, supervisar, normar, orientar y coordinar actividades en 

materia de educación, incorporando las innovaciones tecnológicas para 

facilitar a las personas con necesidades educativas especiales el acceso al 

sistema; 

4) Efectuar el control de los servicios educativos no oficiales para la atención 

de alumnos con discapacidad, sin admitir discriminación de ningún tipo, 

tanto en los aspectos de su creación como en lo referido a su organización, 

supervisión y apoyo; 

5) Estimular la investigación educativa en el área de la discapacidad; 

6) Formar recursos humanos en la temática para todos los niveles y 

modalidades del sistema educativo, por medio de la capacitación destinada a 

ejecutar programas de asistencia, docencia e investigación en materia de 

educación; 
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7) Coordinar con las autoridades competentes, las orientaciones de los 

educandos con discapacidad a tareas competitivas o a talleres protegidos; 

8) Dar preferencia a docentes con discapacidad, para ejercer en 

establecimientos y talleres, respetando las normas legales vigentes; 

9) Garantizar a las personas con discapacidad la formación y el ejercicio de 

docencia; 

10) Establecer currículas flexibles y diversificadas que permitan la inclusión en 

el trayecto educativo obligatorio de las personas con discapacidad; 

11) Adecuar la infraestructura de las instituciones educativas a fin de asegurar la 

accesibilidad, permanencia y circulación de las personas con discapacidad. 

 

Artículo 65: Educación Hospitalaria. El Ministerio de Educación, Cultura, Ciencia y 

Tecnología, contemplará para los alumnos del sistema educativo que por características de su 

proceso de rehabilitación médico funcional, requieran permanecer internados en centros 

especializados por períodos superiores a quince (15) días, la correspondiente atención escolar. 

 Esta modalidad será reconocida a los efectos de la continuación de estudios de 

acuerdo con las normas que establezca el Ministerio. 

 

Artículo 66: Beca Especial. El Poder Ejecutivo Provincial, a través del Ministerio de 

Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología otorgará becas mensuales por escolaridad a todo 

alumno de escasos recursos y con discapacidad, debidamente acreditados, pertenecientes a 

todos los niveles y modalidades educativas. 

 

CAPÍTULO IV 

ACCESO AL ARTE Y LA CULTURA 

 

Artículo 67: Servicios Culturales. Todas las personas con discapacidad podrán disfrutar, 

participar, generar y gestionar servicios culturales. El Estado Provincial a través de los 

organismos competentes, debe garantizar el respeto a la diversidad y la participación de tales 

personas en el arte y la cultura en condiciones equitativas, promoviendo la asignación de becas, 

estímulos u otras formas de apoyo como medidas de acción positiva. 

 

Artículo 68: Provisión de Medios. El Poder Ejecutivo Provincial, a través de sus organismos 

competentes, implementará programas y acciones que otorguen las facilidades administrativas 

y ayudas técnicas, humanas y financieras tendientes a: 

 

a) Fortalecer y apoyar las actividades artísticas relacionadas con las personas 

con discapacidad; 

b) Posibilitar el acceso a las personas con discapacidad de los servicios y la 

oferta cultural; 

c) Gestionar el uso de tecnologías en la cinematografía y el teatro que faciliten 

la adecuada comprensión de sus contenidos a las personas con discapacidad; 

d) Posibilitar la impresión de textos y revistas en sistema braille, en formato 

electrónico, en audio y en video. 

 

Artículo 69: Desarrollo de las capacidades artísticas. El Poder Ejecutivo Provincial, a través 

de los órganos correspondientes, promoverá el desarrollo de las aptitudes artísticas de las 

personas con discapacidad mediante el acceso a cursos regulares de arte y cultura. 

 Además elaborará planes específicos de estudio a través de equipos 

multidisciplinarios, destinados a aquellas personas que por su discapacidad estén impedidas de 

participar en aquéllos. 

 

Artículo 70: Bibliotecas de acceso público. Las bibliotecas de acceso público deberán incluir 

en sus servicios, material y facilidades destinadas a personas no videntes, sordas e hipoacúsicas 

y para todas aquellas personas con dificultades para la comunicación oral y escrita facilitando 

el acceso igualitario a personas usuarias de medios alternativos de información y 

comunicación. 
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CAPÍTULO V 

ACCESO AL DEPORTE Y LA RECREACIÓN 

 

Artículo 71: Acciones. El Poder Ejecutivo Provincial garantizará a las personas con 

discapacidad: 

 

a) La inclusión y socialización por medio de la participación activa en el 

deporte, actividades recreativas, de esparcimiento y lúdicas; 

b) Formación y capacitación de recursos humanos tendientes a fomentar y 

desarrollar formas de trato y conducción en relación a las diferentes 

discapacidades; 

c) Incorporar a las personas con discapacidad en actividades recreativas y 

deportivas, a partir de las cuales puedan desarrollar las capacidades 

psicofísicas remanentes; 

d) Elaborar los programas deportivos y recreativos, con la debida formación de 

recursos humanos y realizar las adecuaciones de infraestructura necesarias 

para el desarrollo del programa; 

e) Unificar criterios para brindar al deportista con discapacidad atención 

integral, orientación y seguimiento en sus actividades de entrenamiento y 

competencia; 

f) Implementar y ejecutar programas de rehabilitación e inclusión social 

deporte y la recreación. 

 

CAPÍTULO VI 

ACCESO AL TURISMO 

 

Artículo 72: Actividades Turísticas. El Poder Ejecutivo Provincial, a través de los órganos 

correspondientes, garantizará a las personas con discapacidad el derecho al turismo accesible, 

entendiendo por tal el complejo de actividades originadas durante el tiempo libre, orientado al 

turismo y la recreación, que posibilitan la plena inclusión desde la óptica funcional y 

psicológica de las personas con discapacidad, obteniendo durante las mismas la satisfacción 

individual y social del visitante y una mejor calidad de vida. 

 Asimismo se obliga a adoptar las medidas pertinentes para que se respeten las 

normas de accesibilidad en el material institucional de difusión de la Provincia del Chaco para 

la comprensión gráfica, visual y/o auditiva y, además en la construcción e instalaciones de los 

hoteles, hospedajes, restaurantes, teatros y cines, a fin de que puedan ser utilizadas por 

personas usuarias de ayudas técnicas sin dificultad. 

 

Artículo 73: Medidas de Acciones Positivas. El Estado Provincial se compromete a adoptar 

las medidas positivas inmediatas y efectivas para garantizar a las personas con discapacidad 

transporte y hotelería accesible y guías y profesionales capacitados en turismo accesible, de 

conformidad con la normativa nacional y provincial vigente en la materia. 

 Será obligatoria la realización de capacitaciones y cursos sobre buen trato y la 

accesibilidad a las personas con discapacidad destinadas especialmente al sector turístico, a fin 

de dispensarle una atención amable y respetuosa y a la eliminación de las barreras actitudinales, 

físicas, simbólicas y arquitectónicas. 

 

CAPÍTULO VII 

ACCESO A LA VIVIENDA 

 

Artículo 74: Garantías. El Estado Provincial se obliga a garantizar el acceso a una vivienda 

digna y accesible en todos sus ambientes, estableciendo condiciones acordes a la situación 

familiar, social, laboral y económica de las personas con discapacidad. 

 

Artículo 75: Cupo. El Estado Provincial se obliga a reservar y otorgar a las personas con 

discapacidad o a familias que entre sus miembros integre una persona con discapacidad, el 

cinco por ciento (5%) de las viviendas a construir o mejorar con fondos provinciales, 

nacionales y/o internacionales en jurisdicción provincial, cualquiera sea el plan o programa. 
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 Con respecto a las viviendas construidas y otorgadas a personas con 

discapacidad o a sus familiares, se establece la obligación del Estado Provincial de garantizar la 

adecuación y refacción de las mismas. 

 

Artículo 76: Modificación de Cupo. El cupo establecido en el artículo precedente podrá 

elevarse si el Instituto Provincial para la Inclusión de las Personas con Discapacidad lo 

considera oportuno, pero en ningún caso podrá disminuirse. 

 

Artículo 77: Requisitos. El Poder Ejecutivo determinará en la reglamentación los requisitos 

que deben cumplir los solicitantes sin alterar el espíritu de la norma, a cuyo efecto, deberá 

atender las siguientes consideraciones: 

 

a) El solicitante deberá acreditar la condición de discapacidad propia o la del 

familiar directo a cargo para quien solicita la vivienda; 

b) Se establecerá para las viviendas, las normas y condiciones para el diseño, 

construcción, habitabilidad, superficie, detalles de terminación, 

equipamiento integral, instalaciones especiales y todo otro elemento o 

característica que se considere necesaria, a fin de adaptarlas a las 

necesidades de las personas con discapacidad, asegurando ambientes 

accesibles y amplios, de conformidad con los principios rectores enunciados 

en la presente ley. 

 

TÍTULO VIII 

ACCESIBILIDAD 

 

Artículo 78: Concepto. Se entiende por accesibilidad la posibilidad de las personas con 

discapacidad de gozar de las adecuadas condiciones de seguridad y autonomía, como elemento 

primordial para el desarrollo de las actividades de la vida diaria, sin restricciones derivadas del 

entorno físico urbano, arquitectónico y del transporte, en condiciones igualitarias con todos los 

ciudadanos. 

 

Artículo 79: Edificios con acceso al público. En toda obra pública que se ejecute en lo 

sucesivo y que se destine a actividades que supongan el acceso de público, deberán preverse 

accesos, medios de circulación e instalaciones adecuadas para personas con discapacidad que 

utilicen cualquier tipo de ayuda técnica. 

 La misma previsión deberá efectuarse en los edificios destinados a empresas 

privadas de servicios públicos, y en los que exhiben espectáculos públicos, que en adelante se 

construyan o reformen, en particular la existencia de estacionamientos reservados y señalizados 

para vehículos que transporten a dichas personas cercanos a los accesos peatonales; por lo 

menos un acceso al interior del edificio desprovisto de barreras arquitectónicas, espacios de 

circulación horizontal que permitan el desplazamiento y maniobra de dichas personas, al igual 

que comunicación vertical accesible y utilizable por las mismas, mediante elementos 

constructivos o mecánicos y servicios sanitarios adaptados. 

 Los edificios destinados a espectáculos deberán tener zonas reservadas, 

señalizadas y adaptadas al uso por personas que utilicen cualquier tipo de ayuda técnica 

Los edificios en que se garanticen plenamente las condiciones de accesibilidad ostentarán en su 

exterior un símbolo indicativo de tal hecho. 

 Las áreas sin acceso de público o las correspondientes a edificios industriales y 

comerciales tendrán los grados de adaptabilidad necesarios para permitir el empleo de personas 

que utilicen cualquier tipo de ayuda técnica. 

 

Artículo 80: Adecuaciones. El Estado Provincial y Municipal garantizará la accesibilidad al 

medio físico, adecuando las veredas, senderos, espacios abiertos y parquizados a las 

necesidades de las personas con discapacidad, conforme a la reglamentación de la presente ley. 

 En toda obra nueva o de remodelación de edificios de vivienda, la aprobación de 

los planos requerirá imprescindiblemente la inclusión en los mismos, de las normas 

establecidas, su reglamentación y las respectivas disposiciones municipales en la materia. 

 El incumplimiento de las adecuaciones necesarias prescriptas por esta ley será 

objeto de las penas y sanciones que se establezca en la reglamentación de la presente ley. 
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Artículo 81: Accesibilidad en la Información. El Estado Provincial deberá facilitar a las 

personas con discapacidad el acceso, consulta y recolección de la información pública, a través 

de medios alternativos de comunicación, que garantice la igualdad real de oportunidades y trato 

a los usuarios. 

 A los fines de esta ley la comunicación incluirá los lenguajes, la visualización de 

textos, el braille, la comunicación táctil, los macrotipos, los dispositivos multimedia de fácil 

acceso, el lenguaje escrito, los sistemas auditivos, el lenguaje sencillo, los medios de voz 

digitalizada y otros modos, medios y formatos aumentativos o alternativos de comunicación, 

incluida la tecnología de la información y las comunicaciones de fácil acceso. 

 Por lenguaje se entenderá tanto el lenguaje oral como la lengua de señas y otras 

formas de comunicación no verbal. 

 

Artículo 82: Contratación de Servicios Tecnológicos. Las compras o contratación de 

servicios tecnológicos en materia informática que efectúe el Estado Provincial en cuanto a 

equipamientos, programas, capacitación, servicios técnicos y que estén destinados a brindar 

servicio al público o al servicio interno de sus empleados o usuarios, deben contemplar los 

requisitos de accesibilidad establecidos para personas con discapacidad. 

 El Estado Provincial implementará todas las medidas pertinentes para facilitar la 

utilización de la lengua de señas, el braille, los modos, medios y formatos aumentativos y 

alternativos de comunicación e información que elijan las personas con discapacidad en sus 

relaciones oficiales. 

 

Artículo 83: Comunicación Audiovisual: El Estado Provincial promoverá el acceso a la 

información a la población con discapacidad sensorial, a cuyo efecto gestionará convenios con 

medios de comunicación televisiva de serial abierta, cerrada, por cable o satelital, que 

implementen mecanismos de comunicación audiovisual idóneos para tal fin. 

 

Artículo 84: Páginas Web. El Estado Provincial deberá respetar en los diseños de sus Páginas 

Web las normas y requisitos sobre accesibilidad de la información que faciliten el acceso a sus 

contenidos, a todas las personas con discapacidad, con el objeto de garantizarles la igualdad 

real de oportunidades y trato. 

 

Artículo 85: Teléfonos Públicos. El Sector Público Provincial y Municipal deberá instalar en 

todas sus dependencias teléfonos públicos adaptados para las personas con discapacidad 

sensorial. 

 

Artículo 86: Difusión de Normativa. El Estado Provincial garantizará la difusión de las 

normativas de accesibilidad a las instituciones de carácter privado a fin de que incorporen las 

normas y requisitos de accesibilidad antes mencionados, en el diseño de sus respectivos sitios 

de Internet y otras redes digitales de datos. 

 

TÍTULO IX 

TRANSPORTE 

 

Artículo 87: Obligación Empresaria. Las empresas de transporte terrestre, aéreo o fluvial 

sometidas al contralor de la autoridad provincial deberán transportar gratuitamente a las 

personas con discapacidad y a un acompañante en caso de ser necesario, a cualquier destino al 

que deban concurrir por razones familiares, asistenciales, educacionales, laborales, recreativas, 

o de cualquier otra índole que tiendan a favorecer su plena inclusión social. 

 El Instituto Provincial para la Inclusión de las Personas con Discapacidad 

arbitrará los medios necesarios, acordando con las empresas prestatarias, para realizar 

compensaciones tendientes a no lesionar el derecho de propiedad y que en todos los casos no 

incida en el costo del pasaje. 

 Con la reglamentación se establecerán los procedimientos que deben cumplirse, 

con la sola presentación del certificado oficial emitido por la autoridad competente en la 

materia o su fotocopia debidamente autenticada y el documento nacional de identidad, cédula 

de identidad, libreta de enrolamiento o libreta cívica, bastará para que puedan disponer del 

servicio gratuitamente. 
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Artículo 88: Supresión de barreras. En un plazo que no supere los tres (3) años deberán 

suprimirse las barreras en los medios de transportes, entendiéndose por tales las existentes en el 

acceso y utilización de los medios de transporte público terrestre, aéreo y fluvial de corta, 

media y larga distancia y que dificulten el uso de estos medios por parte de las personas con 

discapacidad y deberán adecuarse los mismos a las condiciones necesarias para prestar el 

servicio a las personas con discapacidad que utilicen cualquier tipo de ayuda técnica. 

 La reglamentación establecerá las medidas de las sillas de ruedas que deben ser 

transportadas en todos los medios de transporte público bajo la jurisdicción provincial, a 

efectos de que las personas con discapacidad puedan acceder al interior, moverse y descender 

de los mismos en condiciones seguras. 

 

Artículo 89: Incumplimiento. El incumplimiento por parte de los transportistas de estas 

obligaciones dará lugar a las sanciones administrativas, civiles y penales que corresponda. 

 

Artículo 90: Libre Estacionamiento. A los fines de establecer una franquicia especial de libre 

estacionamiento para las personas con discapacidad u organizaciones de la sociedad civil que 

trabajen con dicha temática, los Municipios podrán habilitarlo con la mera presentación del 

certificado de discapacidad, expedido en la forma mencionada en la presente ley. 

 

TÍTULO X 

DISCRIMINACIÓN 

 

Artículo 91: Concepto. A los efectos de esta ley se entiende que la discriminación por 

discapacidad es toda acción, omisión, distinción, exclusión o restricción que en razón de la 

discapacidad, impida, obstruya, restrinja o menoscabe el ejercicio pleno de los derechos 

humanos y libertades fundamentales, en igualdad de condiciones y en todos los ámbitos. 

 Constituye un acto de discriminación la denegación de “ajustes razonables”, es 

decir todas aquellas modificaciones y adecuaciones necesarias para garantizar a las personas 

con discapacidad el ejercicio de sus derechos. 

 

Artículo 92: Acciones Discriminatorias. Son discriminatorios en especial, las acciones u 

omisiones de funcionarios públicos que impliquen el incumplimiento deliberado o negligente 

de normas legales que garanticen la integración de las personas con discapacidad la 

accesibilidad en sentido amplio y el derecho a las prestaciones, servicios y programas de salud, 

educación, seguridad y desarrollo social y, en general, todo incumplimiento de la legislación 

que tutela los derechos de las personas con discapacidad. 

 

TÍTULO XI 

DISPOSICIONES GENERALES 

 

Artículo 93: Mayores derechos acordados. Las disposiciones de esta ley son complementarias 

de disposiciones legales vigentes, que otorguen mayores derechos a las personas con 

discapacidad. 

 

Artículo 94: Políticas Sociales. El Poder Ejecutivo Provincial podrá coordinar las políticas de 

Estado que adopte en la temática de la discapacidad, con otras políticas sociales inherentes 

esencialmente sobre otros grupos vulnerables como la infancia, la juventud y la mujer. 

 

Artículo 95: Sanciones. El incumplimiento total o parcial de la presente ley constituirá para los 

funcionarios responsables sin perjuicio de las sanciones que determine el Código Penal, 

incumplimiento de sus deberes, mal desempeño de sus funciones o falta grave, según 

corresponda. 

 

Artículo 96: La Ley de Presupuesto General de la Provincia, deberá determinar la partida 

presupuestaria necesaria para dar cumplimiento a las disposiciones de la presente ley. 
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Artículo 97: Regístrese y comuníquese al Poder Ejecutivo. 
 
 

Dada en la Sala de Sesiones de la Cámara de 

Diputados de la Provincia del Chaco, a los 

diecisiete días del mes de diciembre del año dos mil 

nueve. 

 

 

 Pablo L.D. BOSCH  Juan José BERGIA 

 SECRETARIO  PRESIDENTE 

CAMARA DE DIPUTADOS CAMARA DE DIPUTADOS 
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(Antes Ley 6477) 

 

TABLA DE ANTECEDENTES 

 

 

Artículo del Texto Definitivo 

 

Fuente 

 

Todos los artículos de este Texto Definitivo provienen del texto original de la Ley. 

 

 

 

Artículos suprimidos: 

Primera Parte del Anterior artículo 96, por objeto cumplido. 

Anteriores Artículos 97, 98, 99, 100, 101, 102 y 103, por objeto cumplido. 

Anterior artículo 104, de forma. 
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LEY N° 1794-B 
(Antes Ley 6477) 

ANEXO I 

LEY 26.378 

 

Artículo 1°: Apruébase la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y 

su protocolo facultativo, aprobados mediante resolución de la Asamblea General de Naciones 

Unidas A/ RES/ 61/ 106, el día 13 de diciembre de 2006. Ambos instrumentos jurídicos forman 

parte del presente como “Anexo 1” y “Anexo 2” respectivamente. 

 

ANEXO 1 

 

CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CON 

DISCAPACIDAD 

 

 

Preámbulo 

 

Los Estados Partes en la presente Convención, 

a) Recordando los principios de la Carta de las Naciones Unidas que proclaman que la 

libertad, la justicia y la paz en el mundo tienen por base el reconocimiento de la dignidad 

y el valor inherentes y de los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la 

familia humana, 

b) Reconociendo que las Naciones Unidas, en la Declaración Universal de Derechos 

Humanos y en los Pactos Internacionales de Derechos Humanos, han reconocido y 

proclamado que toda persona tiene los derechos y libertades enunciados en esos 

instrumentos, sin distinción de ninguna índole, 

c) Reafirmando la universalidad, indivisibilidad, interdependencia e interrelación de 

todos los derechos humanos y libertades fundamentales, así como la necesidad de 

garantizar que las personas con discapacidad los ejerzan plenamente y sin 

discriminación, 

d) Recordando el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Convención Internacional sobre 

la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial, la Convención sobre la 

eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, la Convención contra 

la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, la Convención 

sobre los Derechos del Niño y la Convención Internacional sobre la protección de los 

derechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares, 

e) Reconociendo que la discapacidad es un concepto que evoluciona y que resulta de la 

interacción entre las personas con deficiencias y las barreras debidas a la actitud y al 

entorno que evitan su participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de 

condiciones con las demás, 

f) Reconociendo la importancia que revisten los principios y las directrices de política 

que figuran en el Programa de Acción Mundial para los Impedidos y en las Normas 

Uniformes sobre la Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad 

como factor en la promoción, la formulación y la evaluación de normas, planes, 

programas y medidas a nivel nacional, regional e internacional destinados a dar una 

mayor igualdad de oportunidades a las personas con discapacidad, 

g) Destacando la importancia de incorporar las cuestiones relativas a la discapacidad 

como parte integrante de las estrategias pertinentes de desarrollo sostenible, 

h) Reconociendo también que la discriminación contra cualquier persona por razón de 

su discapacidad constituye una vulneración de la dignidad y el valor inherentes del ser 

humano, 

i) Reconociendo además la diversidad de las personas con discapacidad, 

j) Reconociendo la necesidad de promover y proteger los derechos humanos de todas 

las personas con discapacidad, incluidas aquellas que necesitan un apoyo más intenso, 
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k) Observando con preocupación que, pese a estos diversos instrumentos y actividades, 

las personas con discapacidad siguen encontrando barreras para participar en igualdad de 

condiciones con las demás en la vida social y que se siguen vulnerando sus derechos 

humanos en todas las partes del mundo, 

l) Reconociendo la importancia de la cooperación internacional para mejorar las 

condiciones de vida de las personas con discapacidad en todos los países, en particular 

en los países en desarrollo, 

m) Reconociendo el valor de las contribuciones que realizan y pueden realizar las 

personas con discapacidad al bienestar general y a la diversidad de sus comunidades, y 

que la promoción del pleno goce de los derechos humanos y las libertades 

fundamentales por las personas con discapacidad y de su plena participación tendrán 

como resultado un mayor sentido de pertenencia de estas personas y avances 

significativos en el desarrollo económico, social y humano de la sociedad y en la 

erradicación de la pobreza, 

n) Reconociendo la importancia que para las personas con discapacidad reviste su 

autonomía e independencia individual, incluida la libertad de tomar sus propias 

decisiones, 

o) Considerando que las personas con discapacidad deben tener la oportunidad de 

participar activamente en los procesos de adopción de decisiones sobre políticas y 

programas, incluidos los que les afectan directamente, 

p) Preocupados por la difícil situación en que se encuentran las personas con 

discapacidad que son víctimas de múltiples o agravadas formas de discriminación por 

motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, 

origen nacional, étnico, indígena o social, patrimonio, nacimiento, edad o cualquier otra 

condición, 

q) Reconociendo que las mujeres y las niñas con discapacidad suelen estar expuestas a 

un riesgo mayor, dentro y fuera del hogar, de violencia, lesiones o abuso, abandono o 

trato negligente, malos tratos o explotación, 

r) Reconociendo también que los niños y las niñas con discapacidad deben gozar 

plenamente de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales en igualdad 

de condiciones con los demás niños y niñas, y recordando las obligaciones que a este 

respecto asumieron los Estados Partes en la Convención sobre los Derechos del Niño, 

s) Subrayando la necesidad de incorporar una perspectiva de género en todas las 

actividades destinadas a promover el pleno goce de los derechos humanos y las 

libertades fundamentales por las personas con discapacidad, 

t) Destacando el hecho de que la mayoría de las personas con discapacidad viven en 

condiciones de pobreza y reconociendo, a este respecto, la necesidad fundamental de 

mitigar los efectos negativos de la pobreza en las personas con discapacidad, 

u) Teniendo presente que, para lograr la plena protección de las personas con 

discapacidad, en particular durante los conflictos armados y la ocupación extranjera, es 

indispensable que se den condiciones de paz y seguridad basadas en el pleno respeto de 

los propósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas y se respeten los 

instrumentos vigentes en materia de derechos humanos, 

v) Reconociendo la importancia de la accesibilidad al entorno físico, social, económico 

y cultural, a la salud y la educación y a la información y las comunicaciones, para que 

las personas con discapacidad puedan gozar plenamente de todos los derechos humanos 

y las libertades fundamentales, 

w) Conscientes de que las personas, que tienen obligaciones respecto a otras personas y 

a la comunidad a la que pertenecen, tienen la responsabilidad de procurar, por todos los 

medios, que se promuevan y respeten los derechos reconocidos en la Carta Internacional 

de Derechos Humanos, 

x) Convencidos de que la familia es la unidad colectiva natural y fundamental de la 

sociedad y tiene derecho a recibir protección de ésta y del Estado, y de que las personas 

con discapacidad y sus familiares deben recibir la protección y la asistencia necesarias 

para que las familias puedan contribuir a que las personas con discapacidad gocen de sus 

derechos plenamente y en igualdad de condiciones, 
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y) Convencidos de que una convención internacional amplia e integral para promover y 

proteger los derechos y la dignidad de las personas con discapacidad contribuirá 

significativamente a paliar la profunda desventaja social de las personas con 

discapacidad y promoverá su participación, con igualdad de oportunidades, en los 

ámbitos civil, político, económico, social y cultural, tanto en los países en desarrollo 

como en los desarrollados, 

 

Convienen en lo siguiente: 

Artículo 1°: 

Propósito. 

El propósito de la presente Convención es promover, proteger y asegurar el goce pleno y en 

condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y libertades fundamentales por todas 

las personas con discapacidad, y promover el respeto de su dignidad inherente. Las personas 

con discapacidad incluyen a aquellas que tengan deficiencias físicas, mentales, intelectuales o 

sensoriales a largo plazo que, al interactuar con diversas barreras, puedan impedir su 

participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás. 

Artículo 2°: 

Definiciones. 

A los fines de la presente Convención: 

La “comunicación” incluirá los lenguajes, la visualización de textos, el Braille, la 

comunicación táctil, los macrotipos, los dispositivos multimedia de fácil acceso, así como el 

lenguaje escrito, los sistemas auditivos, el lenguaje sencillo, los medios de voz digitalizada y 

otros modos, medios y formatos aumentativos o alternativos de comunicación, incluida la 

tecnología de la información y las comunicaciones de fácil acceso; 

Por “lenguaje” se entenderá tanto el lenguaje oral como la lengua de señas y otras formas de 

comunicación no verbal; 

Por “discriminación por motivos de discapacidad” se entenderá cualquier distinción, exclusión 

o restricción por motivos de discapacidad que tenga el propósito o el efecto de obstaculizar o 

dejar sin efecto el reconocimiento, goce o ejercicio, en igualdad de condiciones, de todos los 

derechos humanos y libertades fundamentales en los ámbitos político, económico, social, 

cultural, civil o de otro tipo. Incluye todas las formas de discriminación, entre ellas, la 

denegación de ajustes razonables; 

Por “ajustes razonables” se entenderán las modificaciones y adaptaciones necesarias y 

adecuadas que no impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un 

caso particular, para garantizar a las personas con discapacidad el goce o ejercicio, en igualdad 

de condiciones con las demás, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales; 

Por “diseño universal” se entenderá el diseño de productos, entornos, programas y servicios 

que puedan utilizar todas las personas, en la mayor medida posible, sin necesidad de adaptación 

ni diseño especializado. El “diseño universal” no excluirá las ayudas técnicas para grupos 

particulares de personas con discapacidad, cuando se necesiten. 

Artículo 3°: 

Principios generales. 

Los principios de la presente Convención serán: 

a) El respeto de la dignidad inherente, la autonomía individual, incluida la libertad de 

tomar las propias decisiones, y la independencia de las personas; 

b) La no discriminación; 

c) La participación e inclusión plenas y efectivas en la sociedad; 

d) El respeto por la diferencia y la aceptación de las personas con discapacidad como 

parte de la diversidad y la condición humanas; 

e) La igualdad de oportunidades; 

f) La accesibilidad; 

g) La igualdad entre el hombre y la mujer; 

h) El respeto a la evolución de las facultades de los niños y las niñas con discapacidad y 

de su derecho a preservar su identidad. 
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Artículo 4°: 

Obligaciones generales. 

1. Los Estados Partes se comprometen a asegurar y promover el pleno ejercicio de todos los 

derechos humanos y las libertades fundamentales de las personas con discapacidad sin 

discriminación alguna por motivos de discapacidad. A tal fin, los Estados Partes se 

comprometen a: 

a) Adoptar todas las medidas legislativas, administrativas y de otra índole que sean 

pertinentes para hacer efectivos los derechos reconocidos en la presente Convención; 

b) Tomar todas las medidas pertinentes, incluidas medidas legislativas, para modificar o 

derogar leyes, reglamentos, costumbres y prácticas existentes que constituyan 

discriminación contra las personas con discapacidad; 

c) Tener en cuenta, en todas las políticas y todos los programas, la protección y 

promoción de los derechos humanos de las personas con discapacidad; 

d) Abstenerse de actos o prácticas que sean incompatibles con la presente Convención y 

velar por que las autoridades e instituciones públicas actúen conforme a lo dispuesto en 

ella; 

e) Tomar todas las medidas pertinentes para que ninguna persona, organización o 

empresa privada discrimine por motivos de discapacidad; 

f) Emprender o promover la investigación y el desarrollo de bienes, servicios, equipo e 

instalaciones de diseño universal, con arreglo a la definición del artículo 2 de la presente 

Convención, que requieran la menor adaptación posible y el menor costo para satisfacer 

las necesidades específicas de las personas con discapacidad, promover su 

disponibilidad y uso, y promover el diseño, universal en la elaboración de normas y 

directrices; 

g) Emprender o promover la investigación y el desarrollo, y promover la disponibilidad 

y el uso de nuevas tecnologías, incluidas las tecnologías de la información y las 

comunicaciones, ayudas para la movilidad, dispositivos técnicos y tecnologías de apoyo 

adecuadas para las personas con discapacidad, dando prioridad a las de precio asequible; 

h) Proporcionar información que sea accesible para las personas con discapacidad sobre 

ayudas a la movilidad, dispositivos técnicos y tecnologías de apoyo, incluidas nuevas 

tecnologías, así como otras formas de asistencia y servicios e instalaciones de apoyo; 

i) Promover la formación de los profesionales y el personal que trabajan con personas 

con discapacidad respecto de los derechos reconocidos en la presente Convención, a fin 

de prestar mejor la asistencia y los servicios garantizados por esos derechos.2. Con 

respecto a los derechos económicos, sociales y culturales, los Estados Partes se 

comprometen a adoptar medidas hasta el máximo de sus recursos disponibles y, cuando 

sea necesario, en el marco de la cooperación internacional, para lograr, de manera 

progresiva, el pleno ejercicio de estos derechos, sin perjuicio de las obligaciones 

previstas en la presente Convención que sean aplicables de inmediato en virtud del 

derecho internacional. 

 

3. En la elaboración y aplicación de legislación y políticas para hacer efectiva la presente 

Convención, y en otros procesos de adopción de decisiones sobre cuestiones relacionadas con 

las personas con discapacidad, los Estados Partes celebrarán consultas estrechas y colaborarán 

activamente con las personas con discapacidad, incluidos los niños y las niñas con 

discapacidad, a través de las organizaciones que las representan. 

4. Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a las disposiciones que puedan 

facilitar, en mayor medida, el ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad y que 

puedan figurar en la legislación de un Estado Parte o en el derecho internacional en vigor en 

dicho Estado. No se restringirán ni derogarán ninguno de los derechos humanos y las libertades 

fundamentales reconocidos o existentes en los Estados Partes en la presente Convención de 

conformidad con la ley, las convenciones y los convenios, los reglamentos o la costumbre con 

el pretexto de que en la presente Convención no se reconocen esos derechos o libertades o se 

reconocen en menor medida. 

5. Las disposiciones de la presente Convención se aplicarán a todas las partes de los Estados 

federales sin limitaciones ni excepciones. 
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Artículo 5°: 

Igualdad y no discriminación. 

1. Los Estados Partes reconocen que todas las personas son iguales ante la ley y en virtud de 

ella y que tienen derecho a igual protección legal y a beneficiarse de la ley en igual medida sin 

discriminación alguna. 

2. Los Estados Partes prohibirán toda discriminación por motivos de discapacidad y 

garantizarán a todas las personas con discapacidad protección legal igual y efectiva contra la 

discriminación por cualquier motivo. 

3. A fin de promover la igualdad y eliminar la discriminación, los Estados Partes adoptarán 

todas las medidas pertinentes para asegurar la realización de ajustes razonables. 

4. No se considerarán discriminatorias, en virtud de la presente Convención, las medidas 

específicas que sean necesarias para acelerar o lograr la igualdad de hecho de las personas con 

discapacidad. 

 

Artículo 6°: 

Mujeres con discapacidad. 

1. Los Estados Partes reconocen que las mujeres y niñas con discapacidad están sujetas a 

múltiples formas de discriminación y, a ese respecto, adoptarán medidas para asegurar que 

puedan disfrutar plenamente y en igualdad de condiciones, de todos los derechos humanos y 

libertades fundamentales. 

2. Los Estados Partes tomarán todas las medidas pertinentes para asegurar el pleno desarrollo, 

adelanto y potenciación de la mujer, con el propósito de garantizarle el ejercicio y goce de los 

derechos humanos y las libertades fundamentales establecidos en la presente Convención. 

 

Artículo 7°: 

Niños y niñas con discapacidad. 

1. Los Estados Partes tomarán todas las medidas necesarias para asegurar que todos los niños y 

las niñas con discapacidad gocen plenamente de todos los derechos humanos y libertades 

fundamentales en igualdad de condiciones con los demás niños y niñas. 

2. En todas las actividades relacionadas con los niños y las niñas con discapacidad, una 

consideración primordial será la protección del interés superior del niño. 

3. Los Estados Partes garantizarán que los niños y las niñas con discapacidad tengan derecho a 

expresar su opinión libremente sobre todas las cuestiones que les afecten, opinión, que recibirá 

la debida consideración teniendo en cuenta su edad y madurez, en igualdad de condiciones con 

los demás niños y niñas, y a recibir asistencia apropiada con arreglo a su discapacidad y edad 

para poder ejercer ese derecho. 

 

Artículo 8°: 
Toma de conciencia: 

1. Los Estados Partes se comprometen a adoptar medidas inmediatas, efectivas y pertinentes 

para: 

a) Sensibilizar a la sociedad, incluso a nivel familiar, para que tome mayor conciencia 

respecto de las personas con discapacidad y fomentar el respeto de los derechos y la 

dignidad de estas personas; 

b) Luchar contra los estereotipos, los prejuicios y las prácticas nocivas respecto de las 

personas con discapacidad, incluidos los que se basan en el género o la edad, en todos 

los ámbitos de la vida; 

c) Promover la toma de conciencia respecto de las capacidades y aportaciones de las 

personas con discapacidad. 

 

2. Las medidas a este fin incluyen: 

a) Poner en marcha y mantener campañas efectivas de sensibilización pública destinadas 

a: 

I) Fomentar actitudes receptivas respecto de los derechos de las personas con 

discapacidad; 

II) Promover percepciones positivas y una mayor conciencia social respecto de las 

personas con discapacidad; 
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III) Promover el reconocimiento de las capacidades, los méritos y las habilidades de 

las personas con discapacidad y de sus aportaciones en relación con el lugar de 

trabajo y el mercado laboral; 

 

b) Fomentar en todos los niveles del sistema educativo, incluso entre todos los niños y 

las niñas desde una edad temprana, una actitud de respeto de los derechos de las 

personas con discapacidad; 

c) Alentar a todos los órganos de los medios de comunicación a que difundan una 

imagen de las personas con discapacidad que sea compatible con el propósito de la 

presente Convención; 

d) Promover programas de formación sobre sensibilización que tengan en cuenta a las 

personas con discapacidad y los derechos de estas personas. 

 

Artículo 9°: 

Accesibilidad. 

1. A fin de que las personas con discapacidad puedan vivir en forma independiente y participar 

plenamente en todos los aspectos de la vida, los Estados Partes adoptarán medidas pertinentes 

para asegurar el acceso de las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las 

demás, al entorno físico, el transporte, la información y las comunicaciones, incluidos los 

sistemas y las tecnologías de la información y las comunicaciones, y a otros servicios e 

instalaciones abiertos al público o de uso público, tanto en zonas urbanas como rurales. Estas 

medidas, que incluirán la identificación y eliminación de obstáculos y barreras de acceso, se 

aplicarán, entre otras cosas, a: 

a) Los edificios, las vías públicas, el transporte y otras instalaciones exteriores e 

interiores como escuelas, viviendas, instalaciones médicas y lugares de trabajo; 

b) Los servicios de información, comunicaciones y de otro tipo, incluidos los servicios 

electrónicos y de emergencia. 

 

2. Los Estados Partes también adoptarán las medidas pertinentes para: 

a) Desarrollar, promulgar y supervisar la aplicación de normas mínimas y directrices 

sobre la accesibilidad de las instalaciones y los servicios abiertos al público o de uso 

público; 

b) Asegurar que las entidades privadas que proporcionan instalaciones y servicios 

abiertos al público o de uso público tengan en cuenta todos los aspectos de su 

accesibilidad para las personas con discapacidad; 

c) Ofrecer formación a todas las personas involucradas en los problemas de 

accesibilidad a que se enfrentan las personas con discapacidad; 

d) Dotar a los edificios y otras instalaciones abiertas al público de señalización en 

Braille y en formatos de fácil lectura y comprensión; 

e) Ofrecer formas de asistencia humana o animal e intermediarios, incluidos guías, 

lectores e intérpretes profesionales de la lengua de señas, para facilitar el acceso a 

edificios y otras instalaciones abiertas al público; 

f) Promover otras formas adecuadas de asistencia y apoyo a las personas con 

discapacidad para asegurar su acceso a la información; 

g) Promover el acceso de las personas con discapacidad a los nuevos sistemas y 

tecnologías de la información y las comunicaciones, incluida Internet; 

h) Promover el diseño, el desarrollo, la producción y la distribución de sistemas y 

tecnologías de la información y las comunicaciones accesibles en una etapa temprana, a 

fin de que estos sistemas y tecnologías sean accesibles al menor costo. 

 

Artículo 10: 

Derecho a la vida. 

Los Estados Partes reafirman el derecho inherente a la vida de todos los seres humanos y 

adoptarán todas las medidas necesarias para garantizar el goce efectivo de ese derecho por las 

personas con discapacidad en igualdad de condiciones con las demás. 
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Artículo 11: 

Situaciones de riesgo y emergencias humanitarias. 

Los Estados Partes adoptarán, en virtud de las responsabilidades que les corresponden con 

arreglo al derecho internacional, y en concreto el derecho internacional humanitario y el 

derecho internacional de los derechos humanos, todas las medidas necesarias para garantizar la 

seguridad y la protección de las personas con discapacidad en situaciones de riesgo, incluidas 

situaciones de conflicto armado, emergencias humanitarias y desastres naturales. 

 

Artículo 12: 

Igual reconocimiento como persona ante la ley. 

1. Los Estados Partes reafirman que las personas con discapacidad tienen derecho en todas 

partes al reconocimiento de su personalidad jurídica. 

2. Los Estados Partes reconocerán que las personas con discapacidad tienen capacidad jurídica 

en igualdad de condiciones con las demás en todos los aspectos de la vida. 

3. Los Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes para proporcionar acceso a las 

personas con discapacidad al apoyo que puedan necesitar en el ejercicio de su capacidad 

jurídica: 

4. Los Estados Partes asegurarán que en todas las medidas relativas al ejercicio de la capacidad 

jurídica se proporcionen salvaguardias adecuadas y efectivas para impedir los abusos de 

conformidad con el derecho internacional en materia de derechos humanos. Esas salvaguardias 

asegurarán que las medidas relativas al ejercicio de la capacidad jurídica respeten los derechos, 

la voluntad y las preferencias de la persona, que no haya conflicto de intereses ni influencia 

indebida, que sean proporcionales y adaptadas a las circunstancias de la persona, que se 

apliquen en el plazo más corto posible y que estén sujetas a exámenes periódicos por parte de 

una autoridad o un órgano judicial competente, independiente e imparcial. Las salvaguardias 

serán proporcionales al grado en que dichas medidas afecten a los derechos e intereses de las 

personas. 

5. Sin perjuicio de lo dispuesto en el presente artículo, los Estados Partes tomarán todas las 

medidas que sean pertinentes y efectivas para garantizar el derecho de las personas con 

discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, a ser propietarias y heredar bienes, 

controlar sus propios asuntos económicos y tener acceso en igualdad de condiciones a 

préstamos bancarios, hipotecas y otras modalidades de crédito financiero, y velarán por que las 

personas con discapacidad no sean privadas de sus bienes de manera arbitraria. 

 

Artículo 13: 

Acceso a la justicia. 

1. Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad tengan acceso a la justicia 

en igualdad de condiciones con las demás, incluso mediante ajustes de procedimiento y 

adecuados a la edad, para facilitar el desempeño de las funciones efectivas de esas personas 

como participantes directos e indirectos, incluida la declaración como testigos, en todos los 

procedimientos judiciales, con inclusión de la etapa de investigación y otras etapas 

preliminares. 

2. A fin de asegurar que las personas con discapacidad tengan acceso efectivo a la justicia, los 

Estados Partes promoverán la capacitación adecuada de los que trabajan en la administración 

de justicia, incluido el personal policial y penitenciario. 

 

Artículo 14: 

Libertad y seguridad de la persona. 

1. Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad, en igualdad de 

condiciones con las demás: 

a) Disfruten del derecho a la libertad y seguridad de la persona; 

b) No se vean privadas de su libertad ilegal o arbitrariamente y que cualquier privación 

de libertad sea de conformidad con la ley, y que la existencia de una discapacidad no 

justifique en ningún caso una privación de la libertad. 

2. Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad que se vean privadas de su 

libertad en razón de un proceso tengan, en igualdad de condiciones con las demás, derecho a 

garantías de conformidad con el derecho internacional de los derechos humanos y a ser tratadas 

de conformidad con los objetivos y principios de la presente Convención, incluida la 

realización de ajustes razonables. 
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Artículo 15: 

Protección contra la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes. 

1. Ninguna persona será sometida a tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o 

degradantes. En particular, nadie será sometido a experimentos médicos o científicos sin su 

libre consentimiento. 

2. Los Estados Partes tomarán todas las medidas de carácter legislativo, administrativo, judicial 

o de otra índole que sean efectivas para evitar que las personas con discapacidad, en igualdad 

de condiciones con las demás, sean sometidas a torturas u otros tratos o penas crueles, 

inhumanos o degradantes. 

 

Artículo 16: 

Protección contra la explotación, la violencia y el abuso. 

1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas de carácter legislativo, administrativo, 

social, educativo y de otra índole que sean pertinentes para proteger a las personas con 

discapacidad, tanto en el seno del hogar como fuera de él, contra todas las formas de 

explotación, violencia y abuso, incluidos los aspectos relacionados con el género. 

2. Los Estados Partes también adoptarán todas las medidas pertinentes para impedir cualquier 

forma de explotación, violencia y abuso asegurando, entre otras cosas, que existan formas 

adecuadas de asistencia y apoyo que tengan en cuenta el género y la edad para las personas con 

discapacidad y sus familiares y cuidadores, incluso proporcionando información y educación 

sobre la manera de prevenir, reconocer y denunciar los casos de explotación, violencia y abuso. 

Los Estados Partes asegurarán que los servicios de protección, tengan en cuenta la edad, el 

género y la discapacidad. 

3. A fin de impedir que se produzcan casos de explotación, violencia y abuso, los Estados 

Partes asegurarán que todos los servicios y programas diseñados para servir a las personas con 

discapacidad sean supervisados efectivamente por autoridades independientes. 

4. Los Estados Partes tomarán todas las medidas pertinentes para promover la recuperación 

física, cognitiva y psicológica, la rehabilitación y la reintegración social de las personas con 

discapacidad que sean víctimas de cualquier forma de explotación, violencia o abuso, incluso 

mediante la prestación de servicios de protección. Dicha recuperación e integración tendrán 

lugar en un entorno que sea favorable para la salud, el bienestar, la autoestima, la dignidad y la 

autonomía de la persona y que tenga en cuenta las necesidades específicas del género y la edad. 

5. Los Estados Partes adoptarán legislación y políticas efectivas, incluidas legislación y 

políticas centradas en la mujer y en la infancia, para asegurar que los casos de explotación, 

violencia y abuso contra personas con discapacidad sean detectados, investigados y, en su caso, 

juzgados. 

 

Artículo 17: 

Protección de la integridad personal. Toda persona con discapacidad tiene derecho a que se 

respete su integridad física y mental en igualdad de condiciones con las demás. 

 

Artículo 18: 

Libertad de desplazamiento y nacionalidad. 

1. Los Estados Partes reconocerán el derecho de las personas con discapacidad a la libertad de 

desplazamiento, a la libertad para elegir su residencia y a una nacionalidad, en igualdad de 

condiciones con las demás, incluso asegurando que las personas con discapacidad: 

a) Tengan derecho a adquirir y cambiar una nacionalidad y a no ser privadas de la suya 

de manera arbitraria o por motivos de discapacidad; 

b) No sean privadas, por motivos de discapacidad, de su capacidad para obtener, poseer 

y utilizar documentación relativa a su nacionalidad u otra documentación de 

identificación, o para utilizar procedimientos pertinentes, como el procedimiento de 

inmigración, que puedan ser necesarios para facilitar el ejercicio del derecho a la libertad 

de desplazamiento; 

c) Tengan libertad para salir de cualquier país, incluido el propio; 

d) No se vean privadas, arbitrariamente o por motivos de discapacidad, del derecho a 

entrar en su propio país. 
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2. Los niños y las niñas con discapacidad serán inscritos inmediatamente después de su 

nacimiento y tendrán desde el nacimiento derecho a un nombre, a adquirir una nacionalidad y, 

en la medida de lo posible, a conocer a sus padres y ser atendidos por ellos. 

 

Artículo 19: 

Derecho a vivir de forma independiente y a ser incluido en la comunidad. 

Los Estados Partes en la presente Convención reconocen el derecho en igualdad de condiciones 

de todas las personas con discapacidad a vivir en la comunidad, con opciones iguales a las de 

las demás, y adoptarán medidas efectivas y pertinentes para facilitar el pleno goce de este 

derecho por las personas con discapacidad y su plena inclusión y participación en la 

comunidad, asegurando en especial que: 

a) Las personas con discapacidad tengan la oportunidad de elegir su lugar de residencia 

y dónde y con quién vivir, en igualdad de condiciones con las demás, y no se vean 

obligadas a vivir con arreglo a un sistema de vida específico; 

b) Las personas con discapacidad tengan acceso a una variedad de servicios de 

asistencia domiciliaria, residencial y otros servicios de apoyo de la comunidad, incluida 

la asistencia personal que sea necesaria para facilitar su existencia y su inclusión en la 

comunidad y para evitar su aislamiento o separación de ésta; 

c) Las instalaciones y los servicios comunitarios para la población en general estén a 

disposición, en igualdad de condiciones, de las personas con discapacidad y tengan en 

cuenta sus necesidades. 

 

Artículo 20: 

Movilidad personal. 

Los Estados Partes adoptarán medidas efectivas para asegurar que las personas con 

discapacidad gocen de movilidad personal con la mayor independencia posible, entre ellas: 

a) Facilitar la movilidad personal de las personas con discapacidad en la forma y en el 

momento que deseen a un costo asequible; 

b) Facilitar el acceso de las personas con discapacidad a formas de asistencia humana o 

animal e intermediarios, tecnologías de apoyo, dispositivos técnicos y ayudas para la 

movilidad de calidad, incluso poniéndolos a su disposición a un costo asequible; 

c) Ofrecer a las personas, con discapacidad y al personal especializado que trabaje con 

estas personas capacitación en habilidades relacionadas con la movilidad; 

d) Alentar a las entidades que fabrican ayudas para la movilidad, dispositivos y 

tecnologías de apoyo a que tengan en cuenta todos los aspectos de la movilidad de las 

personas con discapacidad. 

 

Artículo 21: 

Libertad de expresión y de opinión y acceso a la información. 

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas pertinentes para que las personas con 

discapacidad puedan ejercer el derecho a la libertad de expresión y opinión, incluida, la libertad 

de recabar, recibir y facilitar información e ideas en igualdad de condiciones con las demás y 

mediante cualquier forma de comunicación que elijan con arreglo a la definición del artículo 2 

de la presente Convención, entre ellas: 

a) Facilitar las personas con discapacidad información dirigida al público en general, de 

manera oportuna y sin costo adicional, en formatos accesibles y con las tecnologías 

adecuadas a los diferentes tipos de discapacidad; 

b) Aceptar y facilitar la utilización de la lengua de señas, el Braille, los modos, medios, 

y formatos aumentativos y alternativos de comunicación y todos los demás modos, 

medios y formatos de comunicación accesibles que elijan las personas con discapacidad 

en sus relaciones oficiales; 

c) Alentar a las entidades privadas que presten servicios al público en general, incluso 

mediante Internet, a que proporcionen información y servicios en formatos que las 

personas con discapacidad puedan utilizar y a los que tengan acceso; 

d) Alentar a los medios de comunicación, incluidos los que suministran información a 

través de Internet, a que hagan que sus servicios sean accesibles para las personas con 

discapacidad; 

e) Reconocer y promover la utilización de lenguas de señas. 
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Artículo 22: 

Respeto de la privacidad. 

1. Ninguna persona con discapacidad, independientemente de cuál sea su lugar de residencia o 

su modalidad de convivencia, será objeto de injerencias arbitrarias o ilegales en su vida 

privada, familia, hogar, correspondencia o cualquier otro tipo de comunicación, o de agresiones 

ilícitas contra su honor y su reputación. Las personas con discapacidad tendrán derecho a ser 

protegidas por la ley frente a dichas injerencias o agresiones. 

2. Los Estados Partes protegerán la privacidad de la información personal y relativa a la salud y 

a la rehabilitación de las personas con discapacidad en igualdad de condiciones con las demás. 

 

Artículo 23: 

Respeto del hogar y de la familia. 

1. Los Estados Partes tomarán medidas efectivas y pertinentes para poner fin a la 

discriminación contra las personas con discapacidad en todas las cuestiones relacionadas con el 

matrimonio, la familia, la paternidad y las relaciones personales, y lograr que las personas con 

discapacidad estén en igualdad de condiciones con las demás, a fin de asegurar que: 

a) Se reconozca el derecho de todas las personas con discapacidad en edad de contraer 

matrimonio, a casarse y fundar una familia sobre la base del consentimiento libre y 

pleno de los futuros cónyuges; 

b) Se respete el derecho de las personas con discapacidad a decidir libremente y de 

manera responsable el número de hijos que quieren tener y el tiempo que debe 

transcurrir entre un nacimiento y otro, y a tener acceso a información, educación sobre 

reproducción y planificación familiar apropiados para su edad, y se ofrezcan los medios 

necesarios que les permitan ejercer esos derechos; 

c) Las personas con discapacidad, incluidos los niños y las niñas, mantengan su 

fertilidad, en igualdad de condiciones con las demás. 

 

2. Los Estados Partes garantizarán los derechos y obligaciones de las personas con 

discapacidad en lo que respecta a la custodia, la tutela, la guarda, la adopción de niños o 

instituciones similares, cuando esos conceptos se recojan en la legislación nacional; en todos 

los casos se velará al máximo por el interés superior del niño. Los Estados Partes prestarán la 

asistencia apropiada a las personas con discapacidad para el desempeño de sus 

responsabilidades en la crianza de los hijos. 

3. Los Estados Partes asegurarán que los niños y las niñas con discapacidad tengan los mismos 

derechos con respecto a la vida en familia. Para hacer efectivos estos derechos, y a fin de 

prevenir la ocultación, el abandono, la negligencia y la segregación de los niños y las niñas con 

discapacidad, los Estados Partes velarán por que se proporcione con anticipación información, 

servicios y apoyo generales a los menores con discapacidad y a sus familias. 

4. Los Estados Partes asegurarán que los niños y las niñas no sean separados de sus padres 

contra su voluntad, salvo cuando las autoridades competentes, con sujeción a un examen 

judicial, determinen, de conformidad con la ley y los procedimientos aplicables, que esa 

separación es necesaria en el interés superior del niño. En ningún caso se separará a un menor 

de sus padres en razón de una discapacidad del menor, de ambos padres o de uno de ellos. 

5. Los Estados Partes harán todo lo posible, cuando la familia inmediata no pueda cuidar de un 

niño con discapacidad, por proporcionar atención alternativa dentro de la familia extensa y, de 

no ser esto posible, dentro de la comunidad en un entorno familiar. 

 

Artículo 24: 

Educación. 

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad a la educación. 

Con miras a hacer efectivo este derecho sin discriminación y sobre la base de la igualdad de 

oportunidades, los Estados Partes asegurarán un sistema de educación inclusivo a todos los 

niveles así como la enseñanza a lo largo de la vida, con miras a: 

a) Desarrollar plenamente el potencial humano y el sentido de la dignidad y la 

autoestima y reforzar el respeto por los derechos humanos, las libertades fundamentales 

y la diversidad humana; 

b) Desarrollar al máximo la personalidad, los talentos y la creatividad de las personas 

con discapacidad, así como sus aptitudes mentales y físicas; 
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c) Hacer posible que las personas con discapacidad participen de manera efectiva en una 

sociedad libre. 

 

2. Al hacer efectivo este derecho, los Estados Partes asegurarán que: 

a) Las personas con discapacidad no queden excluidas del sistema general de educación 

por motivos de discapacidad, y que los niños y las niñas con discapacidad no queden 

excluidos de la enseñanza primaria gratuita y obligatoria ni de la enseñanza secundaria 

por motivos de discapacidad; 

b) Las personas con discapacidad puedan acceder a una educación primaria y secundaria 

inclusiva, de calidad y gratuita, en igualdad de condiciones con las demás, en la 

comunidad en que vivan; 

c) Se hagan ajustes razonables en función de las necesidades individuales; 

d) Se preste el apoyo necesario a las personas con discapacidad, en el marco del sistema 

general de educación, para facilitar su formación efectiva; 

e) Se faciliten medidas de apoyo personalizadas y efectivas en entornos que fomenten al 

máximo el desarrollo académico y social, de conformidad con el objetivo de la plena 

inclusión. 

 

3. Los Estados Partes brindarán a las personas con discapacidad la posibilidad de aprender 

habilidades para la vida y desarrollo social, a fin de propiciar su participación plena y en 

igualdad de condiciones en la educación y como miembros de la comunidad. A este fin, los 

Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes, entre ellas: 

a) Facilitar el aprendizaje del Braille, la escritura alternativa, otros modos, medios y 

formatos de comunicación aumentativos o alternativos y habilidades de orientación y de 

movilidad, así como la tutoría y el apoyo entre pares; 

b) Facilitar el aprendizaje de la lengua de señas y la promoción de la identidad 

lingüística de las personas sordas; 

c) Asegurar que la educación de las personas, y en particular los niños y las niñas 

ciegos, sordos o sordociegos se imparta en los lenguajes y los modos y medios de 

comunicación más apropiados para cada persona y en entornos que permitan alcanzar su 

máximo desarrollo académico y social. 

 

4. A fin de contribuir a hacer efectivo este derecho, los Estados Partes adoptarán las medidas 

pertinentes para emplear a maestros, incluidos maestros con discapacidad, que estén 

cualificados en lengua de señas o Braille y para formar a profesionales y personal que trabajen 

en todos los niveles educativos. Esa formación incluirá la toma de conciencia sobre la 

discapacidad y el uso de modos, medios y formatos de comunicación aumentativos y 

alternativos apropiados, y de técnicas y materiales educativos para apoyar a las personas con 

discapacidad. 

5. Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad tengan acceso general a la 

educación superior, la formación profesional, la educación para adultos y el aprendizaje 

durante toda la vida sin discriminación y en igualdad de condiciones con las demás. A tal fin, 

los Estados Partes asegurarán que se realicen ajustes razonables para las personas con 

discapacidad. 

 

Artículo 25: 

Salud. 

Los Estados Partes reconocen que las personas con discapacidad tienen derecho a gozar del 

más alto nivel posible de salud sin discriminación por motivos de discapacidad. Los Estados 

Partes adoptarán las medidas pertinentes para asegurar el acceso de las personas con 

discapacidad a servicios de salud que tengan en cuenta las cuestiones de género, incluida la 

rehabilitación relacionada con la salud. En particular, los Estados Partes: 

a) Proporcionarán a las personas con discapacidad programas y atención de la salud 

gratuitos o a precios asequibles de la misma variedad y calidad que a las demás 

personas, incluso en el ámbito de la salud sexual y reproductiva, y programas de salud 

pública dirigidos a la población; 

b) Proporcionarán los servicios de salud que necesiten las personas con discapacidad 

específicamente como consecuencia de su discapacidad, incluidas la pronta detección e 

intervención, cuando proceda, y servicios destinados a prevenir y reducir al máximo la 
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aparición de nuevas discapacidades, incluidos los niños y las niñas y las personas 

mayores; 

c) Proporcionarán esos servicios lo más cerca posible de las comunidades de las 

personas con discapacidad, incluso en las zonas rurales; 

d) Exigirán a los profesionales de la salud que presten a las personas con discapacidad 

atención de la misma calidad que a las demás personas sobre la base de un 

consentimiento libre e informado, entre otras formas mediante la sensibilización 

respecto de los derechos humanos, la dignidad, la autonomía y las necesidades de las 

personas con discapacidad a través de la capacitación y la promulgación de normas 

éticas para la atención de la salud en los ámbitos público y privado; 

e) Prohibirán la discriminación contra las personas con discapacidad en la prestación de 

seguros de salud y de vida cuando éstos estén permitidos en la legislación nacional, y 

velarán por que esos seguros se presten de manera justa y razonable; 

f) Impedirán que se nieguen, de manera discriminatoria, servicios de salud o de atención 

de la salud o alimentos sólidos o líquidos por motivos de discapacidad. 

 

Artículo 26: 

Habilitación y rehabilitación. 

1. Los Estados Partes adoptarán medidas efectivas y pertinentes, incluso mediante el apoyo de 

personas que se hallen en las mismas circunstancias, para que las personas con discapacidad 

puedan lograr y mantener la máxima independencia, capacidad física, mental, social y 

vocacional, y la inclusión y participación plena en todos los aspectos de la vida. A tal fin, los 

Estados Partes organizarán, intensificarán y ampliarán servicios y programas generales de 

habilitación y rehabilitación, en particular en los ámbitos de la salud, el empleo, la educación y 

los servicios sociales, de forma que esos servicios y programas: 

a) Comiencen en la etapa más temprana posible y se basen en una evaluación 

multidisciplinar de las necesidades y capacidades de la persona; 

b) Apoyen la participación e inclusión en la comunidad y en todos los aspectos de la 

sociedad, sean voluntarios y estén a disposición de las personas con discapacidad lo más 

cerca posible de su propia comunidad, incluso en las zonas rurales. 

 

2. Los Estados Partes promoverán el desarrollo de formación inicial y continua para los 

profesionales y el personal que trabajen en los servicios de habilitación y rehabilitación. 3. Los 

Estados Partes promoverán la disponibilidad, el conocimiento y el uso de tecnologías de apoyo 

y dispositivos destinados a las personas con discapacidad, a efectos de habilitación y 

rehabilitación. 

 

Artículo 27: 

Trabajo y empleo. 

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad a trabajar, en 

igualdad de condiciones con las demás; ello incluye el derecho a tener la oportunidad de 

ganarse la vida mediante un trabajo libremente elegido o aceptado en un mercado y un entorno 

laborales que sean abiertos, inclusivos y accesibles a las personas con discapacidad. 

Los Estados Partes salvaguardarán y promoverán el ejercicio del derecho al trabajo, incluso 

para las personas que adquieran una discapacidad durante el empleo, adoptando medidas 

pertinentes, incluida la promulgación de legislación, entre ellas: 

a) Prohibir la discriminación por motivos de discapacidad con respecto a todas las 

cuestiones relativas a cualquier forma de empleo, incluidas las condiciones de selección, 

contratación y empleo, la continuidad en el empleo, la promoción profesional y unas 

condiciones de trabajo seguras y saludables; 

b) Proteger los derechos de las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones 

con las demás, a condiciones de trabajo justas y favorables, y en particular a igualdad de 

oportunidades y de remuneración por trabajo de igual valor, a condiciones de trabajo 

seguras y saludables, incluida la protección contra el acoso, y a la reparación por 

agravios sufridos; 

c) Asegurar que las personas con discapacidad puedan ejercer sus derechos laborales y 

sindicales, en igualdad de condiciones con las demás; 
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d) Permitir que las personas con discapacidad tengan acceso efectivo a programas 

generales de orientación técnica y vocacional, servicios de colocación y formación 

profesional y continua; 

e) Alentar las oportunidades de empleo y la promoción profesional de las personas con 

discapacidad en el mercado laboral, y apoyarlas para la búsqueda, obtención, 

mantenimiento del empleo y retorno al mismo; 

f) Promover oportunidades empresariales, de empleo por cuenta propia, de constitución 

de cooperativas y de inicio de empresas propias; 

g) Emplear a personas con discapacidad en el sector público; 

h) Promover el empleo de personas con discapacidad en el sector privado mediante 

políticas y medidas pertinentes, que pueden incluir programas de acción afirmativa, 

incentivos y otras medidas; 

i) Velar por que se realicen ajustes razonables para las personas con discapacidad en el 

lugar de trabajo; 

j) Promover la adquisición por las personas con discapacidad de experiencia laboral en 

el mercado de trabajo abierto; 

k) Promover programas de rehabilitación vocacional y profesional, mantenimiento del 

empleo y reincorporación al trabajo dirigidos a personas con discapacidad. 

 

2. Los Estados Partes asegurarán que las personas con discapacidad no sean sometidas a 

esclavitud ni servidumbre y que estén protegidas, en igualdad de condiciones con las demás, 

contra el trabajo forzoso u obligatorio. 

 

Artículo 28: 

Nivel de vida adecuado y protección social. 

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad a un nivel de vida 

adecuado para ellas y sus familias, lo cual incluye alimentación, vestido y vivienda adecuados, 

y a la mejora continua de sus condiciones de vida, y adoptarán las medidas pertinentes para 

salvaguardar y promover el ejercicio de este derecho sin discriminación por motivos de 

discapacidad. 

2. Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad a la protección 

social y a gozar de ese derecho sin discriminación por motivos de discapacidad, y adoptarán las 

medidas pertinentes para proteger y promover el ejercicio de ese derecho, entre ellas: 

a) Asegurar el acceso en condiciones de igualdad de las personas con discapacidad a 

servicios de agua potable y su acceso a servicios, dispositivos y asistencia de otra índole 

adecuados a precios asequibles para atender las necesidades relacionadas con su 

discapacidad; 

b) Asegurar el acceso de las personas con discapacidad, en particular las mujeres y niñas 

y las personas mayores con discapacidad, a programas de protección social y estrategias 

de reducción de la pobreza; 

c) Asegurar el acceso de las personas con discapacidad y de sus familias que vivan en 

situaciones de pobreza a asistencia del Estado para sufragar gastos relacionados con su 

discapacidad, incluidos capacitación, asesoramiento, asistencia financiera y servicios de 

cuidados temporales adecuados; 

d) Asegurar el acceso de las personas con discapacidad a programas de vivienda pública; 

e) Asegurar el acceso en igualdad de condiciones de las personas con discapacidad a 

programas y beneficios de jubilación. 

 

Artículo 29: 

Participación en la vida política y pública. 

Los Estados Partes garantizarán a las personas con discapacidad los derechos políticos y la 

posibilidad de gozar de ellos en igualdad de condiciones con las demás y se comprometerán a: 

a) Asegurar que las personas con discapacidad puedan participar plena y efectivamente 

en la vida política y pública en igualdad de condiciones con las demás, directamente o a 

través de representantes libremente elegidos, incluidos el derecho y la posibilidad de las 

personas con discapacidad a votar y ser elegidas, entre otras formas mediante: 

I) La garantía de que los procedimientos, instalaciones y materiales electorales 

sean adecuados, accesibles y fáciles de entender y utilizar; 
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II) La protección del derecho de las personas con discapacidad a emitir su voto en 

secreto en elecciones y referéndum públicos sin intimidación, y a presentarse 

efectivamente como candidatas en las elecciones, ejercer cargos y desempeñar 

cualquier función pública a todos los niveles de gobierno, facilitando el uso de 

nuevas tecnologías y tecnologías de apoyo cuando proceda; 

III) La garantía de la libre expresión de la voluntad de las personas con discapacidad 

como electores y a este fin, cuando sea necesario y a petición de ellas, permitir que 

una persona de su elección les preste asistencia para votar. 

 

b) Promover activamente un entorno en el que las personas con discapacidad puedan 

participar plena y efectivamente en la dirección de los asuntos públicos, sin 

discriminación y en igualdad de condiciones con las demás, y fomentar su participación 

en los asuntos públicos y, entre otras cosas: 

I) Su participación en organizaciones y asociaciones no gubernamentales 

relacionadas con la vida pública y política del país, incluidas las actividades y la 

administración de los partidos políticos; 

II) La constitución de organizaciones de personas con discapacidad que representen 

a estas personas a nivel internacional, nacional, regional y local, y su incorporación 

a dichas organizaciones. 

 

Artículo 30: 

Participación en la vida cultural, las actividades recreativas, el esparcimiento y el deporte. 

1. Los Estados Partes reconocen el derecho de las personas con discapacidad a participar, en 

igualdad de condiciones con las demás, en la vida cultural y adoptarán todas las medidas 

pertinentes para asegurar que las personas con discapacidad: 

a) Tengan acceso a material cultural en formatos accesibles; 

b) Tengan acceso a programas de televisión, películas, teatro y otras actividades 

culturales en formatos accesibles; 

c) Tengan acceso a lugares en donde se ofrezcan representaciones o servicios culturales 

tales como teatros, museos, cines, bibliotecas y servicios turísticos y, en la medida de lo 

posible, tengan acceso a monumentos y lugares de importancia cultural nacional. 

 

2. Los Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes para que las personas con discapacidad 

puedan desarrollar y utilizar su potencial creativo, artístico e intelectual, no sólo en su propio 

beneficio sino también para el enriquecimiento de la sociedad. 

3. Los Estados Partes tomarán todas las medidas pertinentes, de conformidad con el derecho 

internacional, a fin de asegurar que las leyes de protección de los derechos de propiedad 

intelectual no constituyan una barrera excesiva o discriminatoria para el acceso de las personas 

con discapacidad a materiales culturales. 

4. Las personas con discapacidad tendrán derecho, en igualdad de condiciones con las demás, 

al reconocimiento y el apoyo de su identidad cultural y lingüística específica, incluidas la 

lengua de señas y la cultura de los sordos. 

5. A fin de que las personas con discapacidad puedan participar en igualdad de condiciones con 

las demás en actividades recreativas, de esparcimiento y deportivas, los Estados Partes 

adoptarán las medidas pertinentes para: 

a) Alentar y promover la participación, en la mayor medida posible, de las personas con 

discapacidad en las actividades deportivas generales a todos los niveles; 

b) Asegurar que las personas con discapacidad tengan la oportunidad de organizar y 

desarrollar actividades deportivas y recreativas específicas para dichas personas y de 

participar en dichas actividades y, a ese fin, alentar a que se les ofrezca, en igualdad de 

condiciones con las demás, instrucción, formación y recursos adecuados; 

c) Asegurar que las personas con discapacidad tengan acceso a instalaciones deportivas, 

recreativas y turísticas; 

d) Asegurar que los niños y las niñas con discapacidad tengan igual acceso con los 

demás niños y niñas a la participación en actividades lúdicas, recreativas, de 

esparcimiento y deportivas, incluidas las que se realicen dentro del sistema escolar; 
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e) Asegurar que las personas con discapacidad tengan acceso a los servicios de quienes 

participan en la organización de actividades recreativas, turísticas, de esparcimiento y 

deportivas. 

 

Artículo 31: 

Recopilación de datos y estadísticas. 

1. Los Estados Partes recopilarán información adecuada, incluidos datos estadísticos y de 

investigación, que les permita formular y aplicar políticas, a fin de dar efecto a la presente 

Convención. En el proceso de recopilación y mantenimiento de esta información se deberá: 

a) Respetar las garantías legales establecidas, incluida la legislación sobre protección de 

datos, a fin de asegurar la confidencialidad y el respeto de la privacidad de las personas 

con discapacidad; 

b) Cumplir las normas aceptadas internacionalmente para proteger los derechos 

humanos y las libertades fundamentales, así como los principios éticos en la 

recopilación y el uso de estadísticas. 

 

2. La información recopilada de conformidad con el presente artículo se desglosará, en su caso, 

y se utilizará como ayuda para evaluar el cumplimiento por los Estados Partes de sus 

obligaciones conforme a la presente Convención, así como para identificar y eliminar las 

barreras con que se enfrentan las personas con discapacidad en el ejercicio de sus derechos. 

3. Los Estados Partes asumirán la responsabilidad de difundir estas estadísticas y asegurar que 

sean accesibles para las personas con discapacidad y otras personas. 

 

Artículo 32: 

Cooperación internacional. 

1. Los Estados Partes reconocen la importancia de la cooperación internacional y su 

promoción, en apoyo de los esfuerzos nacionales para hacer efectivos el propósito y los 

objetivos de la presente Convención, y tomarán las medidas pertinentes y efectivas a este 

respecto, entre los Estados y, cuando corresponda, en asociación con las organizaciones 

internacionales y regionales pertinentes y la sociedad civil, en particular organizaciones de 

personas con discapacidad. Entre esas medidas cabría incluir: 

a) Velar por que la cooperación internacional, incluidos los programas de desarrollo 

internacionales, sea inclusiva y accesible para las personas con discapacidad; 

b) Facilitar y apoyar el fomento de la capacidad, incluso mediante el intercambio y la 

distribución de información, experiencias, programas de formación y prácticas 

recomendadas; 

c) Facilitar la cooperación en la investigación y el acceso a conocimientos científicos y 

técnicos; 

d) Proporcionar, según corresponda, asistencia apropiada, técnica y económica, incluso 

facilitando el acceso a tecnologías accesibles y de asistencia y compartiendo esas 

tecnologías, y mediante su transferencia. 

 

2. Las disposiciones del presente artículo se aplicarán sin perjuicio de las obligaciones que 

incumban a cada Estado Parte en virtud de la presente Convención. 

 

Artículo 33: 

Aplicación y seguimiento nacionales. 

1. Los Estados Partes, de conformidad con su sistema organizativo, designarán uno o más 

organismos gubernamentales encargados de las cuestiones relativas a la aplicación de la 

presente Convención y considerarán detenidamente la posibilidad de establecer o designar un 

mecanismo de coordinación para facilitar la adopción de medidas al respecto en diferentes 

sectores y a diferentes niveles. 

2. Los Estados Partes, de conformidad con sus sistemas jurídicos y administrativos, 

mantendrán, reforzarán, designarán o establecerán, a nivel nacional, un marco, que constará de 

uno o varios mecanismos independientes, para promover, proteger y supervisar la aplicación de 

la presente Convención. Cuando designen o establezcan esos mecanismos, los Estados Partes 

tendrán en cuenta los principios relativos a la condición jurídica y el funcionamiento de las 

instituciones nacionales de protección y promoción, de los derechos humanos. 
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3. La sociedad civil, y en particular las personas con discapacidad y las organizaciones que las 

representan, estarán integradas y participarán plenamente en todos los niveles del proceso de 

seguimiento. 

 

Artículo 34: 

Comité sobre los derechos de las personas con discapacidad. 

1. Se creará un Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (en adelante, “el 

Comité”) que desempeñará las funciones que se enuncian a continuación. 

2. El Comité constará, en el momento en que entre en vigor la presente Convención, de 12 

expertos. Cuando la Convención obtenga otras 60 ratificaciones o adhesiones, la composición 

del Comité se incrementará en seis miembros más, con lo que alcanzará un máximo de 18 

miembros. 

3. Los miembros del Comité desempeñarán sus funciones a título personal y serán personas de 

gran integridad moral y reconocida competencia y experiencia en los temas a que se refiere la 

presente Convención. Se invita a los Estados Partes a que, cuando designen a sus candidatos, 

tomen debidamente en consideración la disposición que se enuncia en el párrafo 3 del artículo 4 

de la presente Convención. 

4. Los miembros del Comité serán elegidos por los Estados Partes, que tomarán en 

consideración una distribución geográfica equitativa, la representación de las diferentes formas 

de civilización y los principales ordenamientos jurídicos, una representación de género 

equilibrada y la participación de expertos con discapacidad. 

5. Los miembros del Comité se elegirán mediante voto secreto de una lista de personas 

designadas por los Estados Partes de entre sus nacionales en reuniones de la Conferencia de los 

Estados Partes. En estas reuniones, en las que dos tercios de los Estados Partes constituirán 

quórum, las personas elegidas para el Comité serán las que obtengan el mayor número de votos 

y una mayoría absoluta de votos de los representantes de los Estados Partes presentes y 

votantes. 

6. La elección inicial se celebrará antes de que transcurran seis meses a partir de la fecha de 

entrada en vigor de la presente Convención. Por lo menos cuatro meses antes de la fecha de 

cada elección, el Secretario General de las Naciones Unidas dirigirá una carta a los Estados 

Partes invitándolos a que presenten sus candidatos en un plazo de dos meses. 

El Secretario General preparará después una lista en la que figurarán, por orden alfabético, 

todas las personas así propuestas, con indicación de los Estados Partes que las hayan propuesto, 

y la comunicará a los Estados Partes en la presente Convención. 

7. Los miembros del Comité se elegirán por un período de cuatro años. Podrán ser reelegidos si 

se presenta de nuevo su candidatura. Sin embargo, el mandato de seis de los miembros elegidos 

en la primera elección expirará al cabo de dos años; inmediatamente después de la primera 

elección, los nombres de esos seis miembros serán sacados a suerte por el presidente de la 

reunión a que se hace referencia en el párrafo 5 del presente artículo. 

8. La elección de los otros seis miembros del Comité se hará con ocasión de las elecciones 

ordinarias, de conformidad con las disposiciones pertinentes del presente artículo. 

9. Si un miembro del Comité fallece, renuncia o declara que, por alguna otra causa, no puede 

seguir desempeñando sus funciones, el Estado Parte que lo propuso designará otro experto que 

posea las cualificaciones y reúna los requisitos previstos en las disposiciones pertinentes del 

presente artículo para ocupar el puesto durante el resto del mandato. 

10. El Comité adoptará su propio reglamento. 

11. El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el personal y las instalaciones 

que sean necesarios para el efectivo desempeño de las funciones del Comité con arreglo a la 

presente Convención y convocará su reunión inicial. 

12. Con la aprobación de la Asamblea General de las Naciones Unidas, los miembros del 

Comité establecido en virtud de la presente Convención percibirán emolumentos con cargo a 

los recursos de las Naciones Unidas en los términos y condiciones que la Asamblea General 

decida, tomando en consideración la importancia de las responsabilidades del Comité. 

13. Los miembros del Comité tendrán derecho a las facilidades, prerrogativas e inmunidades 

que se conceden a los expertos que realizan misiones para las Naciones Unidas, con arreglo a lo 

dispuesto en las secciones pertinentes de la Convención sobre Prerrogativas e Inmunidades de 

las Naciones Unidas. 
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Artículo 35: 

Informes presentados por los Estados Partes. 

1. Los Estados Partes presentarán al Comité, por conducto del Secretario General de las 

Naciones Unidas, un informe exhaustivo sobre las medidas que hayan adoptado para cumplir 

sus obligaciones conforme a la presente Convención y sobre los progresos realizados al 

respecto en el plazo de dos años contado a partir de la entrada en vigor de la presente 

Convención en el Estado Parte de que se trate. 

2. Posteriormente, los Estados Partes presentarán informes ulteriores al menos cada cuatro años 

y en las demás ocasiones en que el Comité se lo solicite. 

3. El Comité decidirá las directrices aplicables al contenido de los informes. 

4. El Estado Parte que haya presentado un informe inicial exhaustivo al Comité no tendrá que 

repetir, en sus informes ulteriores, la información previamente facilitada. Se invita a los 

Estados Partes a que, cuando preparen informes para el Comité, lo hagan mediante un 

procedimiento abierto y transparente y tengan en cuenta debidamente lo dispuesto en el párrafo 

3 del artículo 4 de la presente Convención. 

5. En los informes se podrán indicar factores y dificultades que afecten al grado de 

cumplimiento de las obligaciones contraídas en virtud de la presente Convención. 

 

Artículo 36: 

Consideración de los informes. 

1. El Comité considerará todos los informes, hará las sugerencias y las recomendaciones que 

estime oportunas respecto a ellos y se las remitirá al Estado Parte de que se trate. Este podrá 

responder enviando al Comité cualquier información que desee. El Comité podrá solicitar a los 

Estados Partes más información con respecto a la aplicación de la presente Convención. 

2. Cuando un Estado Parte se haya demorado considerablemente en la presentación de un 

informe, el Comité podrá notificarle la necesidad de examinar la aplicación de la presente 

Convención en dicho Estado Parte, sobre la base de información fiable que se ponga a 

disposición del Comité, en caso de que el informe pertinente no se presente en un plazo de tres 

meses desde la notificación. El Comité invitará al Estado Parte interesado a participar en dicho 

examen. Si el Estado Parte respondiera presentando el informe pertinente, se aplicará lo 

dispuesto en el párrafo 1 del presente artículo. 

3. El Secretario General de las Naciones Unidas pondrá los informes a disposición de todos los 

Estados Partes. 

4. Los Estados Partes darán amplia difusión pública a sus informes en sus propios países y 

facilitarán el acceso a las sugerencias y recomendaciones generales sobre esos informes. 

5. El Comité transmitirá, según estime apropiado, a los organismos especializados, los fondos y 

los programas de las Naciones Unidas, así como a otros órganos competentes, los informes de 

los Estados Partes, a fin de atender una solicitud o una indicación de necesidad de 

asesoramiento técnico o asistencia que figure en ellos, junto con las observaciones y 

recomendaciones del Comité, si las hubiera, sobre esas solicitudes o indicaciones. 

 

Artículo 37: 

Cooperación entre los Estados Partes y el Comité. 

1. Los Estados Partes cooperarán con el Comité y ayudarán a sus miembros a cumplir su 

mandato. 

2. En su relación con los Estados Partes, el Comité tomará debidamente en consideración 

medios y arbitrios para mejorar la capacidad nacional de aplicación de la presente Convención, 

incluso mediante la cooperación internacional. 

 

Artículo 38: 

Relación del Comité con otros órganos. 

A fin de fomentar la aplicación efectiva de la presente Convención y de estimular la 

cooperación internacional en el ámbito que abarca: 

a) Los organismos especializados y demás órganos de las Naciones Unidas tendrán 

derecho a estar representados en el examen de la aplicación de las disposiciones de la 

presente Convención que entren dentro de su mandato. El Comité podrá invitar también 

a los organismos especializados y a otros órganos competentes que considere apropiados 

a que proporcionen asesoramiento especializado sobre la aplicación de la Convención en 

los ámbitos que entren dentro de sus respectivos mandatos. El Comité podrá invitar a los 
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organismos especializados y a otros órganos de las Naciones Unidas a que presenten 

informes sobre la aplicación de la Convención en las esferas que entren dentro de su 

ámbito de actividades; 

b) Al ejercer su mandato, el Comité consultará, según proceda, con otros órganos 

pertinentes instituidos en virtud de tratados internacionales de derechos humanos, con 

miras a garantizar la coherencia de sus respectivas directrices de presentación de 

informes, sugerencias y recomendaciones generales y a evitar la duplicación y la 

superposición de tareas en el ejercicio de sus funciones. 

 

Artículo 39: 

Informe del Comité. 

El Comité informará cada dos años a la Asamblea General y al Consejo Económico y Social 

sobre sus actividades y podrá hacer sugerencias y recomendaciones de carácter general basadas 

en el examen de los informes y datos recibidos de los Estados Partes en la Convención. Esas 

sugerencias y recomendaciones de carácter general se incluirán en el informe del Comité, junto 

con los comentarios, si los hubiera, de los Estados Partes. 

 

Artículo 40: 

Conferencia de los Estados Partes: 

1. Los Estados Partes se reunirán periódicamente en una Conferencia de los Estados Partes, a 

fin de considerar todo asunto relativo a la aplicación de la presente Convención. 

2. El Secretario General de las Naciones Unidas convocará la Conferencia de los Estados 

Partes en un plazo que no superará los seis meses contados a partir de la entrada en vigor de la 

presente Convención. Las reuniones ulteriores, con periodicidad bienal o cuando lo decida la 

Conferencia de los Estados Partes, serán convocadas por el Secretario General. 

 

Artículo 41: 

Depositario. 

El Secretario General de las Naciones Unidas será el depositario de la presente Convención. 

 

Artículo 42: 

Firma. 

La presente Convención estará abierta a la firma de todos los Estados y las organizaciones 

regionales de integración en la Sede de las Naciones Unidas, en Nueva York, a partir del 30 de 

marzo de 2007. 

 

Artículo 43: 

Consentimiento en obligarse. 

La presente Convención estará sujeta a la ratificación de los Estados signatarios y a la 

confirmación oficial de las organizaciones regionales de integración signatarias. Estará abierta 

a la adhesión de cualquier Estado u organización regional de integración que no la haya 

firmado. 

 

Artículo 44: 

Organizaciones regionales de integración. 

1. Por “organización regional de integración” se entenderá una organización constituida por 

Estados soberanos de una región determinada a la que sus Estados miembros hayan transferido 

competencia respecto de las cuestiones regidas por la presente Convención. 

Esas organizaciones declararán, en sus instrumentos de confirmación oficial o adhesión, su 

grado de competencia con respecto a las cuestiones regidas por la presente Convención. 

Posteriormente, informarán al depositario de toda modificación sustancial de su grado de 

competencia. 

2. Las referencias a los “Estados Partes” con arreglo a la presente Convención serán aplicables 

a esas organizaciones dentro de los límites de su competencia. 

3. A los efectos de lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 45 y en los párrafos 2 y 3 del 

artículo 47 de la presente Convención, no se tendrá en cuenta ningún instrumento depositado 

por una organización regional de integración. 
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4. Las organizaciones regionales de integración, en asuntos de su competencia, ejercerán su 

derecho de voto en la Conferencia de los Estados Partes, con un número de votos igual al 

número de sus Estados miembros que sean Partes en la presente Convención. Dichas 

organizaciones no ejercerán su derecho de voto si sus Estados miembros ejercen el suyo, y 

viceversa. 

 

Artículo 45: 

Entrada en vigor. 

1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que haya 

sido depositado el vigésimo instrumento de ratificación o adhesión. 

2. Para cada Estado y organización regional de integración que ratifique la Convención, se 

adhiera a ella o la confirme oficialmente una vez que haya sido depositado el vigésimo 

instrumento a sus efectos, la Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en 

que haya sido depositado su propio instrumento. 

 

Artículo 46: 

Reservas. 

1. No se permitirán reservas incompatibles con el objeto y el propósito de la presente 

Convención. 

2. Las reservas podrán ser retiradas en cualquier momento. 

 

Artículo 47: 

Enmiendas. 

1. Los Estados Partes podrán proponer enmiendas a la presente Convención y presentarlas al 

Secretario General de las Naciones Unidas. El Secretario General comunicará las enmiendas 

propuestas a los Estados Partes, pidiéndoles que le notifiquen si desean que se convoque una 

conferencia de Estados Partes con el fin de examinar la propuesta y someterla a votación. Si 

dentro de los cuatro meses siguientes a la fecha de esa notificación, al menos un tercio de los 

Estados Partes se declara a favor de tal convocatoria, el Secretario General convocará una 

conferencia bajo los auspicios de las Naciones Unidas. Toda enmienda adoptada por mayoría 

de dos tercios de los Estados Partes presentes y votantes en la conferencia será sometida por el 

Secretario General a la Asamblea General de las Naciones Unidas para su aprobación y 

posteriormente a los Estados Partes para su aceptación. 

2. Toda enmienda adoptada y aprobada conforme a lo dispuesto en el párrafo 1 del presente 

artículo entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que el número de instrumentos 

de aceptación depositados alcance los dos tercios del número de Estados Partes que había en la 

fecha de adopción de la enmienda. Posteriormente, la enmienda entrará en vigor para todo 

Estado Parte el trigésimo día a partir de aquel en que hubiera depositado su propio instrumento 

de aceptación. Las enmiendas serán vinculantes exclusivamente para los Estados Partes que las 

hayan aceptado. 

3. En caso de que así lo decida la Conferencia de los Estados Partes por consenso, las 

enmiendas adoptadas y aprobadas de conformidad con lo dispuesto en el párrafo 1 del presente 

artículo que guarden relación exclusivamente con los artículos 34, 38, 39 y 40 entrarán en vigor 

para todos los Estados Partes el trigésimo día a partir de aquel en que el número de 

instrumentos de aceptación depositados alcance los dos tercios del número de Estados Partes 

que hubiera en la fecha de adopción de la enmienda. 

 

Artículo 48: 

Denuncia. 

Los Estados Partes podrán denunciar la presente Convención mediante notificación escrita 

dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas. La denuncia tendrá efecto un año 

después de que el Secretario General haya recibido la notificación. 

 

Artículo 49: 

Formato accesible. 

El texto de la presente Convención se difundirá en formatos accesibles. 

 

 



Fuente: Dirección de Información Parlamentaria Güemes 120 - 5° Piso 

T.E.: 0362 - 4441467 - Internos: 194-200 - Centrex: 41467 

Email: dir.informacionparlamentaria@legislaturachaco.gov.ar 

ES COPIA DIGITAL 

Artículo 50: 

Textos auténticos. 

Los textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso de la presente Convención serán 

igualmente auténticos. 
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ANEXO 2 

 

PROTOCOLO FACULTATIVO DE LA CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DE 

LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD 

 

 

Los Estados Partes en el presente Protocolo acuerdan lo siguiente: 

Artículo 1°: 

1. Todo Estado Parte en el presente Protocolo (“Estado Parte”) reconoce la competencia del 

Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (“el Comité”) para recibir y 

considerar las comunicaciones presentadas por personas o grupos de personas sujetos a su 

jurisdicción que aleguen ser víctimas de una violación por ese Estado Parte de cualquiera de las 

disposiciones de la Convención, o en nombre de esas personas o grupos de personas. 

2. El Comité no recibirá comunicación alguna que concierna a un Estado Parte en la 

Convención que no sea parte en el presente Protocolo. 

 

Artículo 2: 

El Comité considerará inadmisible una comunicación cuando: 

a) Sea anónima; 

b) Constituya un abuso del derecho a presentar una comunicación o sea incompatible 

con las disposiciones de la Convención; 

c) Se refiera a una cuestión que ya haya sido examinada por el Comité o ya haya sido o 

esté siendo examinada de conformidad con otro procedimiento de investigación o 

arreglo internacionales; 

d) No se hayan agotado todos los recursos internos disponibles, salvo que la tramitación 

de esos recursos se prolongue injustificadamente o sea improbable que con ellos se logre 

un remedio efectivo; 

e) Sea manifiestamente infundada o esté insuficientemente sustanciada; o 

f) Los hechos objeto de la comunicación hubieran sucedido antes de la fecha de entrada 

en vigor del presente Protocolo para el Estado Parte interesado, salvo que esos hechos 

continuasen produciéndose después de esa fecha. 

 

Artículo 3°: 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 2 del presente Protocolo, el Comité pondrá en 

conocimiento del Estado Parte, de forma confidencial, toda comunicación que reciba con 

arreglo al presente Protocolo. En un plazo de seis meses, ese Estado Parte presentará al Comité 

por escrito explicaciones o declaraciones en las que se aclare la cuestión y se indiquen las 

medidas correctivas que hubiere adoptado el Estado Parte, de haberlas. 

 

Artículo 4°: 

1. Tras haber recibido una comunicación y antes de llegar a una conclusión sobre el fondo de 

ésta, el Comité podrá remitir en cualquier momento al Estado Parte interesado, a los fines de su 

examen urgente, una solicitud para que adopte las medidas provisionales necesarias a fin de 

evitar posibles daños irreparables a la víctima o las víctimas de la supuesta violación. 

2. El ejercicio por el Comité de sus facultades discrecionales en virtud del párrafo 1 del 

presente artículo, no implicará juicio alguno sobre la admisibilidad o sobre el fondo de la 

comunicación. 

 

Artículo 5°: 

El Comité examinará en sesiones privadas las comunicaciones que reciba en virtud del presente 

Protocolo. Tras examinar una comunicación, el Comité hará llegar sus sugerencias y 

recomendaciones, si las hubiere, al Estado Parte interesado y al comunicante. 

 

Artículo 6°: 

1. Si el Comité recibe información fidedigna que revele violaciones graves o sistemáticas por 

un Estado Parte de los derechos recogidos en la Convención, el Comité invitará a ese Estado 

Parte a colaborar en el examen de la información y, a esos efectos, a presentar observaciones 

sobre dicha información. 
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2. Tomando en consideración las observaciones que haya presentado el Estado Parte 

interesado, así como toda información fidedigna que esté a su disposición, el Comité podrá 

encargar a uno o más de sus miembros que lleven a cabo una investigación y presenten, con 

carácter urgente, un informe al Comité. Cuando se justifique y con el consentimiento del 

Estado Parte, la investigación podrá incluir una visita a su territorio. 

3. Tras examinar las conclusiones de la investigación, el Comité las transmitirá al Estado Parte 

interesado, junto con las observaciones y recomendaciones que estime oportunas. 

4. En un plazo de seis meses después de recibir las conclusiones de la investigación y las 

observaciones y recomendaciones que le transmita el Comité, el Estado Parte interesado 

presentará sus propias observaciones al Comité. 

5. La investigación será de carácter confidencial y en todas sus etapas se solicitará la 

colaboración del Estado Parte. 

 

Artículo 7°: 

1. El Comité podrá invitar al Estado Parte interesado a que incluya en el informe que ha de 

presentar con arreglo al artículo 35 de la Convención pormenores sobre cualesquiera medidas 

que hubiere adoptado en respuesta a una investigación efectuada con arreglo al artículo 6 del 

presente Protocolo. 

2. Transcurrido el período de seis meses indicado en el párrafo 4 del artículo 6, el Comité 

podrá, si fuera necesario, invitar al Estado Parte interesado a que le informe sobre cualquier 

medida adoptada como resultado de la investigación. 

 

Artículo 8°: 

Todo Estado Parte podrá, al momento de la firma o ratificación del presente Protocolo, o de la 

adhesión a él, declarar que no reconoce la competencia del Comité establecida en los artículos 

6 y 7. 

 

Artículo 9°: 

El Secretario General de las Naciones Unidas será el depositario del presente Protocolo. 

 

Artículo 10: 

El presente Protocolo estará abierto a la firma de todos los Estados y las organizaciones 

regionales de integración signatarios de la Convención en la Sede de las Naciones Unidas, en 

Nueva York, a partir del 30 de marzo de 2007. 

 

Artículo 11: 

El presente Protocolo estará sujeto a la ratificación de los Estados signatarios del presente 

Protocolo que hayan ratificado la Convención o se hayan adherido a ella. Estará sujeto a la 

confirmación oficial de las organizaciones regionales de integración signatarias del presente 

Protocolo que hayan confirmado oficialmente la Convención o se hayan adherido a ella. Estará 

abierto a la adhesión de cualquier Estado u organización regional de integración que haya 

ratificado la Convención, la haya confirmado oficialmente o se haya adherido a ella y que no 

haya firmado el presente Protocolo. 

 

Artículo 12: 

1. Por “organización regional de integración” se entenderá una organización constituida por 

Estados soberanos de una región determinada a la que sus Estados miembros hayan transferido 

competencia respecto de las cuestiones regidas por la Convención y el presente Protocolo. Esas 

organizaciones declararán, en sus instrumentos de confirmación oficial o adhesión, su grado de 

competencia con respecto a las cuestiones regidas por la Convención y el presente Protocolo. 

Posteriormente, informarán al depositario de toda modificación sustancial de su grado de 

competencia. 

2. Las referencias a los “Estados Partes” con arreglo al presente Protocolo se aplicarán a esas 

organizaciones dentro de los límites de su competencia. 

3. A los efectos de lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 13 y en el párrafo 2 del artículo 15 

del presente Protocolo, no se tendrá en cuenta ningún instrumento depositado por una 

organización regional de integración. 
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4. Las organizaciones regionales de integración, en asuntos de su competencia, ejercerán su 

derecho de voto en la reunión de los Estados Partes, con un número de votos igual al número de 

sus Estados miembros que sean Partes en el presente Protocolo. Dichas organizaciones no 

ejercerán su derecho de voto si sus Estados miembros ejercen el suyo, y viceversa. 

 

Artículo 13: 

1. Con sujeción a la entrada en vigor de la Convención, el presente Protocolo entrará en vigor 

el trigésimo día después de que se haya depositado el décimo instrumento de ratificación o 

adhesión. 

2. Para cada Estado u organización regional de integración que ratifique el Protocolo, lo 

confirme oficialmente o se adhiera a él una vez que haya sido depositado el décimo 

instrumento a sus efectos, el Protocolo entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en 

que haya sido depositado su propio instrumento. 

 

Artículo 14: 

1. No se permitirán reservas incompatibles con el objeto y el propósito del presente Protocolo. 

2. Las reservas podrán ser retiradas en cualquier momento. 

 

Artículo 15: 

1. Todo Estado Parte podrá proponer una enmienda al presente Protocolo y presentarla al 

Secretario General de las Naciones Unidas. El Secretario General comunicará la enmienda 

propuesta a los Estados Partes, pidiéndoles que le notifiquen si desean que se convoque una 

conferencia de Estados Partes con el fin de examinar la propuesta y someterla a votación. Si 

dentro de los cuatro meses siguientes a la fecha de esa notificación, al menos un tercio de los 

Estados Partes se declara a favor de tal convocatoria, el Secretario General convocará una 

conferencia bajo los auspicios de las Naciones Unidas. Toda enmienda adoptada por mayoría 

de dos tercios de los Estados Partes presentes y votantes en la conferencia será sometida por el 

Secretario General a la Asamblea General de las Naciones Unidas para su aprobación y 

posteriormente a todos los Estados Partes para su aceptación. 

2. Las enmiendas adoptadas y aprobadas conforme a lo dispuesto en el párrafo 1 del presente 

artículo entrarán en vigor el trigésimo día a partir de la fecha en que el número de instrumentos 

de aceptación depositados alcance los dos tercios del número de Estados Partes que hubiera en 

la fecha de adopción de la enmienda. Posteriormente, las enmiendas entrarán en vigor para todo 

Estado Parte el trigésimo día a partir de aquel en que hubieran depositado su propio 

instrumento de aceptación. Las enmiendas serán vinculantes exclusivamente para los Estados 

Partes que las hayan aceptado. 

 

Artículo 16: 

Los Estados Partes podrán denunciar el presente Protocolo mediante notificación escrita 

dirigida al Secretario General de las Naciones Unidas. La denuncia tendrá efecto un año 

después de que el Secretario General haya recibido la notificación. 

 

Artículo 17: 

El texto del presente Protocolo se difundirá en formatos accesibles. 

 

Artículo 18: 

Los textos en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso del presente Protocolo serán 

igualmente auténticos. 
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ANEXO II 

LEY 24.901 

 

SISTEMA DE PRESTACIONES BÁSICAS EN HABILITACIÓN Y 

REHABILITACIÓN INTEGRAL A FAVOR DE LAS PERSONAS CON 

DISCAPACIDAD 

 

 

Capítulo I 

Objetivo 

 

Artículo 1°: Institúyese por la presente ley un sistema de prestaciones básicas de atención 

integral a favor de las personas con discapacidad, contemplando acciones de prevención, 

asistencia, promoción y protección, con el objeto de brindarles una cobertura integral a sus 

necesidades y requerimientos. 

 

 

Capítulo II 

Ámbito de aplicación 

 

Artículo 2°: Las obras sociales, comprendiendo por tal concepto las entidades enunciadas en el 

artículo 1º de la ley 23.660, tendrán a su cargo con carácter obligatorio, la cobertura total de las 

prestaciones básicas enunciadas en la presente ley, que necesiten las personas con discapacidad 

afiliadas a las mismas. 

 

Artículo 3°: Modifícase, atento la obligatoriedad a cargo de las obras sociales en la cobertura 

determinada en el artículo 2º de la presente ley, el artículo 4º, primer párrafo de la ley 22.431, 

en la forma que a continuación se indica: 

El Estado, a través de sus organismos, prestará a las personas con discapacidad no incluidas 

dentro del sistema de las obras sociales, en la medida que aquellas o las personas de quienes 

dependan no puedan afrontarlas, los siguientes servicios. 

 

Artículo 4°: Las personas con discapacidad que carecieren de cobertura de obra social tendrán 

derecho al acceso a la totalidad de las prestaciones básicas comprendidas en la presente norma, 

a través de los organismos dependientes del Estado. 

 

Artículo 5°: Las obras sociales y todos aquellos organismos objeto de la presente ley, deberán 

establecer los mecanismos necesarios para la capacitación de sus agentes y la difusión a sus 

beneficiarios de todos los servicios a los que pueden acceder, conforme al contenido de esta 

norma. 

 

Artículo 6°: Los entes obligados por la presente ley brindarán las prestaciones básicas a sus 

afiliados con discapacidad mediante servicios propios o contratados, los que se evaluarán 

previamente de acuerdo a los criterios definidos y preestablecidos en la reglamentación 

pertinente. 

 

Artículo 7°: Las prestaciones previstas en esta ley se financiarán del siguiente modo. Cuando 

se tratare de: 

a) Personas beneficiarias del Sistema Nacional del Seguro de Salud comprendidas en el 

inciso a) del artículo 5º de la ley 23.661, con excepción de las incluidas en el inciso b) 

del presente artículo, con recursos provenientes del Fondo Solidario de Redistribución a 

que se refiere el artículo 22 de esa misma ley; 

b) Jubilados y pensionados del Régimen Nacional de Previsión y del Sistema Integrado 

de Jubilaciones y Pensiones, con los recursos establecidos en la ley 19.032, sus 

modificatorias y complementarias; 

c) Personas comprendidas en el artículo 49 de la ley 24.241, con recursos provenientes 

del Fondo para Tratamiento de Rehabilitación Psicofísica y Recapacitación Laboral 

previsto en el punto 6 del mismo artículo; 
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d) Personas beneficiarias de las prestaciones en especie previstas en el artículo 20 de la 

ley 24.557 estarán a cargo de las aseguradoras de riesgo del trabajo o del régimen de 

autoseguro comprendido en el artículo 30 de la misma ley; 

e) Personas beneficiarias de pensiones no contributivas y/o graciables por invalidez, 

excombatientes ley 24.310 y demás personas con discapacidad no comprendidas en los 

incisos precedentes que no tuvieren cobertura de obra social, en la medida en que las 

mismas o las personas de quienes dependan no puedan afrontarlas, con los fondos que 

anualmente determine el presupuesto general de la Nación para tal fin. 

 

Artículo 8°: El Poder Ejecutivo propondrá a las provincias la sanción en sus jurisdicciones de 

regímenes normativos que establezcan principios análogos a los de la de la presente ley. 

 

 

Capítulo III 

Población beneficiaria 

 

Artículo 9°: Entiéndese por persona con discapacidad, conforme lo establecido por el artículo 

2º de la ley 22.431, a toda aquella que padezca una alteración funcional permanente o 

prolongada, motora, sensorial o mental, que en relación a su edad y medio social implique 

desventajas considerables su integración familiar, social, educacional o laboral. 

 

Artículo 10: A los efectos de la presente ley, la discapacidad deberá acreditarse conforme a lo 

establecido por el artículo 3º de la ley 22.431 y por leyes provinciales análogas: 

 

Artículo 11: Las personas con discapacidad afiliadas a obras sociales accederán a través de las 

mismas, por medio de equipos interdisciplinarios capacitados a tales efectos, a acciones de 

evaluación y orientación individual, familiar y grupal, programas preventivo-promocionales de 

carácter comunitario, y todas aquellas acciones que favorezcan la integración social de las 

personas con discapacidad y su inserción en el sistema de prestaciones básicas. 

 

Artículo 12: La permanencia de una persona con discapacidad en un servicio determinado 

deberá pronosticarse estimativamente de acuerdo a las pautas que establezca el equipo 

interdisciplinario y en concordancia con los postulados consagrados en la presente ley. 

Cuando una persona con discapacidad presente cuadros agudos que le imposibiliten recibir 

habilitación o rehabilitación deberá ser orientada a servicios específicos. 

Cuando un beneficiario presente evidentes signos de detención o estancamiento en su cuadro 

general evolutivo, en los aspectos terapéuticos, educativos o rehabilitatorios, y se encuentre en 

una situación de cronicidad, el equipo interdisciplinario deberá orientarlo invariablemente hacia 

otro tipo de servicio acorde con sus actuales posibilidades. 

Asimismo, cuando una persona con discapacidad presente signos de evolución favorable, 

deberá orientarse a un servicio que contemple su superación. 

 

Artículo 13: Los beneficiarios de la presente ley que se vean imposibilitados por diversas 

circunstancias de usufructuar del traslado gratuito en transportes colectivos entre su domicilio y 

el establecimiento educacional o de rehabilitación establecido por el artículo 22 inciso a) de la 

ley 24.314, tendrán derecho a requerir de su cobertura social un transporte especial, con el 

auxilio de terceros cuando fuere necesario. 

 

 

Capítulo IV 

Prestaciones básicas 

 

Artículo 14: Prestaciones preventivas. La madre y el niño tendrán garantizados desde el 

momento de la concepción, los controles, atención y prevención adecuados para su óptimo 

desarrollo físico-psíquico y social. 

En caso de existir además, factores de riesgo, se deberán extremar los esfuerzos en relación con 

los controles, asistencia, tratamientos y exámenes complementarios necesarios, para evitar 

patología o en su defecto detectarla tempranamente. 
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Si se detecta patología discapacitante en la madre o el feto, durante el embarazo o en el recién 

nacido en el período perinatal, se pondrán en marcha además, los tratamientos necesarios para 

evitar discapacidad o compensarla, a través de una adecuada estimulación y/u otros 

tratamientos que se puedan aplicar. 

En todos los casos, se deberá contemplar el apoyo psicológico adecuado del grupo familiar. 

 

Artículo 15: Prestaciones de rehabilitación. Se entiende por prestaciones de rehabilitación 

aquellas que mediante el desarrollo de un proceso continuo y coordinado de metodologías y 

técnicas específicas, instrumentado por un equipo multidisciplinario, tienen por objeto la 

adquisición y/o restauración de aptitudes e intereses para que un persona con discapacidad, 

alcance el nivel psicofísico y social más adecuado para lograr su integración social; a través de 

la recuperación de todas o la mayor parte posible de las capacidades motoras, sensoriales, 

mentales y/o viscerales, alteradas total o parcialmente por una o más afecciones, sean estas de 

origen congénito o adquirido (traumáticas, neurológicas, reumáticas, infecciosas, mixtas o de 

otra índole), utilizando para ello todos los recursos humanos y técnicos necesarios. 

En todos los casos se deberá brindar cobertura integral en rehabilitación, cualquiera fuere el 

tipo y grado de discapacidad, con los recursos humanos, metodologías y técnicas que fuere 

menester, y por el tiempo y las etapas que cada caso requiera. 

 

Artículo 16: Prestaciones terapéuticas educativas. Se entiende por prestaciones terapéuticas 

educativas, a aquellas que implementan acciones de atención tendientes a promover la 

restauración de conductas desajustadas, adquisición de adecuados niveles de autovalimiento e 

independencia, e incorporación de nuevos modelos de interacción, mediante el desarrollo 

coordinado de metodologías y técnicas de ámbito terapéutico-pedagógico y recreativo. 

 

Artículo 17: Prestaciones educativas. Se entiende por prestaciones educativas a aquellas que 

desarrollan acciones de enseñanza-aprendizaje mediante una programación sistemática 

específicamente diseñada, para realizarlas en un período predeterminado e implementarlas 

según requerimientos de cada tipo de discapacidad. 

Comprende escolaridad, en todos sus tipos, capacitación laboral, talleres de formación laboral y 

otros. Los programas que se desarrollen deberán estar inscriptos y supervisados por el 

organismo oficial competente que correspondiere. 

 

Artículo 18: Prestaciones asistenciales. Se entiende por prestaciones asistenciales a aquellas 

que tienen por finalidad la cobertura de los requerimientos básicos esenciales de la persona con 

discapacidad (habitat-alimentación atención especializada) a los que se accede de acuerdo con 

el tipo de discapacidad y situación socio-familiar que posea el demandante. 

Comprenden sistemas alternativos al grupo familiar a favor de las personas con discapacidad 

sin grupo familiar o con grupo familiar no continente. 

 

 

Capítulo V 

Servicios específicos 

 

Artículo 19: Los servicios específicos desarrollados en el presente capítulo al solo efecto 

enunciativo, integrarán las prestaciones básicas que deberán brindarse a favor de las personas 

con discapacidad en concordancia con criterios de patología (tipo y grado), edad y situación 

socio-familiar, pudiendo ser ampliados y modificados por la reglamentación. 

La reglamentación establecerá los alcances y características específicas de estas prestaciones. 

 

Artículo 20: Estimulación temprana. Estimulación temprana es el proceso terapéutico-

educativo que pretende promover y favorecer el desarrollo armónico de las diferentes etapas 

evolutivas del niño con discapacidad. 

 

Artículo 21: Educación inicial. Educación inicial es el proceso educativo correspondiente a la 

primera etapa de la escolaridad, que se desarrolla entre los 3 y 6 años, de acuerdo con una 

programación especialmente elaborada y aprobada para ello. Puede implementarse dentro de un 

servicio de educación común, en aquellos casos que la integración escolar sea posible e 

indicada. 
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Artículo 22: Educación general básica. Educación general básica es el proceso educativo 

programado y sistematizado que se desarrolla entre los 6 y 14 años de edad aproximadamente, 

o hasta la finalización del ciclo, dentro de un servicio escolar especial o común. 

El límite de edad no implica negar el acceso a la escolaridad a aquellas personas que, por 

cualquier causa o motivo, no hubieren recibido educación. 

El programa escolar que se implemente deberá responder a lineamientos curriculares aprobados 

por los organismos oficiales competentes en materia de educación y podrán contemplar los 

aspectos de integración en escuela común, en todos aquellos casos que el tipo y grado de 

discapacidad así lo permita. 

 

Artículo 23: Formación laboral. Formación laboral es el proceso de capacitación cuya 

finalidad es la preparación adecuada de una persona con discapacidad para su inserción en el 

mundo del trabajo. 

El proceso de capacitación es de carácter educativo y sistemático y para ser considerado como 

tal debe contar con un programa específico, de una duración determinada y estar aprobado por 

organismos oficiales competentes en la materia. 

 

Artículo 24: Centro de día. Centro de día es el servicio que se brindará al niño, joven o adulto 

con discapacidad severa o profunda, con el objeto de posibilitar el más adecuado desempeño en 

su vida cotidiana, mediante la implementación de actividades tendientes a alcanzar el máximo 

desarrollo posible de sus potencialidades. 

 

Artículo 25: Centro educativo terapéutico. Centro educativo terapéutico es el servicio que se 

brindará a las personas con discapacidad teniendo como objeto la incorporación de 

conocimiento y aprendizaje de carácter educativo a través de enfoques, metodologías y técnicas 

de carácter terapéutico. 

El mismo está dirigido a niños y jóvenes cuya discapacidad motriz, sensorial y mental, no les 

permita acceder a un sistema de educación especial sistematico y requieren este tipo de 

servicios para realizar un proceso educativo adecuado a sus posibilidades. 

 

Artículo 26: Centro de rehabilitación psicofísica. Centro de rehabilitación psicofísica es el 

servicio que se brindará en una Institución especializada en rehabilitación mediante equipos 

interdisciplinarios, y tiene por objeto estimular, desarrollar y recuperar al máximo nivel posible 

las capacidades remanentes de una persona con discapacidad. 

 

Artículo 27: Rehabilitación motora. Rehabilitación motora es el servicio que tiene por 

finalidad la prevención, diagnóstico y tratamiento de las enfermedades discapacitantes de orden 

predominantemente motor. 

a) Tratamiento rehabilitatorio: las personas con discapacidad ocasionada por afecciones 

neurológicas, osteo-articulomusculares, traumáticas, congénitas, tumorales, 

inflamatorias, infecciosas, metabólicas, vasculares o de otra causa, tendrán derecho a 

recibir atención especializada, con la duración y alcances que establezca la 

reglamentación: 

b) Provisión de órtesis, prótesis, ayudas técnicas u otros aparatos ortopédicos: se deberán 

proveer los necesarios de acuerdo con las características del paciente, el período 

evolutivo de la discapacidad, la integración social del mismo y según prescripción del 

médico especialista en medicina física y rehabilitación y/o equipo tratante o su eventual 

evaluación ante la prescripción de otro especialista. 

 

Artículo 28: Las personas con discapacidad tendrán garantizada una atención odontológica 

integral, que abarcará desde la atención primaria hasta las técnicas quirúrgicas complejas y de 

rehabilitación. 

En aquellos casos que fuere necesario, se brindará la cobertura de un anestesista. 
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Capítulo VI 

Sistemas alternativos al grupo familiar 

 

Artículo 29: En concordancia con lo estipulado en el artículo 11 de la presente ley, cuando una 

persona con discapacidad no pudiere permanecer en su grupo familiar de origen, a su 

requerimiento o el de su representante legal, podrá incorporarse a uno de los sistemas 

alternativos al grupo familiar, entendiéndose por tales a: residencias, pequeños hogares y 

hogares. 

Los criterios que determinarán las características de estos recursos serán la edad, tipo y grado 

de discapacidad, nivel de autovalimiento e independencia. 

 

Artículo 30: Residencia. Se entiende por residencia al recurso institucional destinado a cubrir 

los requerimientos de vivienda de las personas con discapacidad con suficiente y adecuado 

nivel de autovalimiento e independencia para abastecer sus necesidades básicas. 

La residencia se caracteriza porque las personas con discapacidad que la habitan, poseen un 

adecuado nivel de autogestión, disponiendo por sí mismas la administración y organización de 

los bienes y servicios que requieren para vivir. 

 

Artículo 31: Pequeños hogares. Se entiende por pequeño hogar al recurso institucional a cargo 

de un grupo familiar y destinado a un número limitado de menores, que tiene por finalidad 

brindar cobertura integral a los requerimientos básicos esenciales para el desarrollo de niños y 

adolescentes con discapacidad, sin grupo familiar propio o con grupo familiar no continente. 

 

Artículo 32: Hogares. Se entiende por hogar al recurso institucional que tiene por finalidad 

brindar cobertura integral a los requerimientos básicos esenciales (vivienda, alimentación, 

atención especializada) a personas con discapacidad sin grupo familiar propio o con grupo 

familiar no continente. 

El hogar estará dirigido preferentemente a las personas cuya discapacidad y nivel de 

autovalimiento e independencia sea dificultosa a través de los otros sistemas descritos, y 

requieran un mayor grado de asistencia y protección. 

 

 

Capítulo VII 

Prestaciones complementarias 

 

Artículo 33: Cobertura económica. Se otorgará cobertura económica con el fin de ayudar 

económicamente a una persona con discapacidad y/o su grupo familiar afectados por una 

situación económica deficitaria, persiguiendo los siguientes objetivos: 

a) Facilitar la permanencia de la persona con discapacidad en el ámbito social donde 

reside o elija vivir; 

b) Apoyar económicamente a la persona con discapacidad y su grupo familiar ante 

situaciones atípicas y de excepcionalidad, no contempladas en las distintas modalidades 

de las prestaciones normadas en la presente ley, pero esenciales para lograr su 

habilitación y/o rehabilitación e inserción socio-laboral, y posibilitar su acceso a la 

educación, capacitación y/o rehabilitación. 

El carácter transitorio del subsidio otorgado lo determinará la superación, mejoramiento 

o agravamiento de la contingencia que lo motivó, y no plazos prefijados previamente en 

forma taxativa. 

 

Artículo 34: Cuando las personas con discapacidad presentaren dificultades en sus recursos 

económicos y/o humanos para atender sus requerimientos cotidianos y/o vinculados con su 

educación, habilitación, rehabilitación y/o reinserción social, las obras sociales deberán brindar 

la cobertura necesaria para asegurar la atención especializada domiciliaria que requieren, 

conforme la evaluación y orientación estipulada en el artículo 11 de la presente ley. 

 

Artículo 35: Apoyo para acceder a las distintas prestaciones. Es la cobertura que tiende a 

facilitar y/o permitir la adquisición de elementos y/o instrumentos de apoyo que se requieren 

para acceder a la habilitación y/o rehabilitación, educación, capacitación laboral y/o inserción 

social, inherente a las necesidades de las personas con discapacidad. 
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Artículo 36: Iniciación laboral. Es la cobertura que se otorgará por única vez a la persona con 

discapacidad una vez finalizado su proceso de habilitación, rehabilitación y/o capacitación, y 

en condiciones de desempeñarse laboralmente en una tarea productiva, en forma individual y/o 

colectiva, con el objeto de brindarle todo el apoyo necesario, a fin de lograr su autonomía e 

integración social. 

 

Artículo 37: Atención psiquiátrica. La atención psiquiátrica de las personas con discapacidad 

se desarrolla dentro del marco del equipo multidisciplinario y comprende la asistencia de los 

trastornos mentales, agudos o crónicos, ya sean estos la única causa de discapacidad o surjan en 

el curso de otras enfermedades discapacitantes, como complicación de las mismas y por lo 

tanto interfieran los planes de rehabilitación. 

Las personas con discapacidad tendrán garantizada la asistencia psiquiátrica ambulatoria y la 

atención en internaciones transitorias para cuadros agudos, procurando para situaciones de 

cronicidad, tratamientos integrales, psicofísicos y sociales, que aseguren su rehabilitación e 

inserción social. 

También se cubrirá el costo total de los tratamientos prolongados, ya sean psicofarmacológicos 

o de otras formas terapéuticas. 

 

Artículo 38: En caso que una persona con discapacidad requiriere, en función de su patología,  

medicamentos o productos dietoterápicos específicos y que no se produzcan en el país, se le 

reconocerá el costo total de los mismos. 

 

Artículo 39: Será obligación de los entes que prestan cobertura social, el reconocimiento de los 

siguientes servicios a favor de las personas con discapacidad: 

a) Atención a cargo de especialistas que no pertenezcan a su cuerpo de profesionales y 

deban intervenir imprescindiblemente por las características específicas de la patología, 

conforme así o determine las acciones de evaluación y orientación estipuladas en el 

artículo 11 de la presente ley; 

b) Aquellos estudios de diagnóstico y de control que no estén contemplados dentro de 

los servicios que brinden los entes obligados en la presente ley, conforme así lo 

determinen las acciones de evaluación y orientación estipuladas en el artículo 11 de la 

presente ley; 

c) Diagnóstico, orientación y asesoramiento preventivo para los miembros del grupo 

familiar de pacientes que presentan patologías de carácter genético-hereditario. 
 


